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Determinar el grado de seguridad jurídica que ofrece la legislación Nicaragüense 





 Analizar críticamente el régimen jurídico nicaragüense en materia de 
Derechos de Autor y Derechos conexos. 
 Examinar el marco jurídico nicaragüense en materia de comercio 
electrónico para identificar lagunas jurídicas, vacíos y contradicciones 
normativas en el comercio electrónico.  
 Determinar si los Derechos de Autor y Derechos Conexos, en el ámbito del 












En este nuevo siglo nos enfrentamos a grandes cambios que han influido de 
manera positiva en toda la humanidad; entre estos grandes avances tenemos el 
internet, que es una tecnología utilizada internacionalmente, por lo que las 
ventanas al desarrollo en todos los ámbitos son muchas. 
De igual manera se presenta como una herramienta de comunicación abierta y de 
constante evolución, haciendo que las normas que lo regulan se encuentren, 
generalmente, desfasadas con respecto a la realidad en que nos encontramos. 
Aquí se ubican los dos temas fundamentales que presentaremos en este estudio, 
como lo son los Derechos de Autor y Derechos Conexos y el Comercio 
Electrónico, que siendo una derivación del comercio tradicional utiliza el sitio 
virtual como medio para facilitar las transacciones, de modo que ha incrementado 
en gran porcentaje su uso por parte de la sociedad, debido a su fácil acceso a 
través de cualquier sistema computarizado, a cualquier hora del día y durante 
cualquier día del año, permitiendo así la constante divulgación de los derechos de 
autor y derechos conexos. 
Por otro lado, hay que tener en cuenta respecto a esta grandiosa herramienta la 
característica de no territorialidad que da cabida a muchos conflictos entre los 
titulares del Derecho de Autor y los usuarios, porque existen personas que sin 
autorización del autor y aprovechándose de la mínima regulación, suben obras 
ajenas para que el público en general acceda libremente, sin pagar canon alguno, 
violentando así los derechos de los autores, y como excusas anteponen por 
encima de este derecho otros derechos individuales o personales de igual 
importancia. 
Y es por ello que necesitamos normas que regulen adecuadamente la tecnología, 
las necesidades, riesgos y nuevos retos que suscitan en el ámbito del comercio 
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electrónico, de tal suerte que se brinde la protección y seguridad necesaria de los 
Derechos de Autor y Derechos Conexos, tanto a usuarios como a Autores, Artistas 
Intérpretes y Productores de Fonogramas, debido a que la manera de transmitir o 
intercambiar información se ha digitalizado y, por tanto, éstos Derechos necesitan 
un adecuado resguardo jurídico para que los sujetos titulares de derechos puedan 
exigir o prohibir ciertos actos ilícitos que se han venido produciendo a medida que 
dicha tecnología avanza; esta preocupación se ha visto reflejada en todo el 
mundo, es por esto que países como Estados Unidos y España han decidido crear 
legislaciones, que pueden servir como punto de partida, en un futuro, para la 
adecuada regulación de la materia en nuestro país. 
Nicaragua posee un sistema jurídico poco desarrollado en lo que respecta a estos 
temas, debido a que las normas que tenemos y los Tratados a los que estamos 
adheridos no son suficientes para resolver las nuevas controversias que se han 
venido creando en estos últimos años.  
Como estudiantes del Derecho pretendemos con este estudio detallado analizar 
críticamente las normas jurídicas con que cuenta nuestro país para proteger los 
temas ya mencionados.  
A su vez revisaremos con criterio las legislaciones existentes en otros países y las 
críticas que se han suscitado hacia ellas, para valorar la transcendencia de las 
mismas y luego poder crear así un mejor sistema que brinde mayor seguridad 















RÉGIMEN JURÍDICO NICARAGÜENSE EN MATERIA DE DERECHOS DE 
AUTOR Y DERECHOS CONEXOS 
 
1. Antecedentes 
El derecho de autor no es una preocupación que nació en nuestra época, sino que 
lo vemos reflejado desde el año 25 a.C. en el Libro Séptimo de Marco Vitruvio de 
arquitectura, puesto que ya desde entonces existían delitos contra esta materia, 
pero eran constantemente vulnerados porque no se les dotaba de protección 
jurídica (Aguilar Jeréz, 2006). 
El concepto de derecho de autor nace poco después de inventarse la imprenta, 
hacia 1450, naturalmente antes de este acontecimiento ya existían autores y sus 
obras, pero éstos no tenían ninguna protección jurídica, no se les reconocía 
ningún derecho (Rogel Videl & Serrano Gómez, 2008). 
Luego de la imprenta, surgieron los riesgos de los que reproducían los libros, 
debido a que éstos tenían que adquirir los costosos equipos para poder 
desempeñar su trabajo, y una vez reproducidos los ejemplares se vendían a 
costos bajos además de ello surgió la competencia y la piratería, por lo que ya se 
imprimían no sólo los libros que se iban a publicar sino los ya publicados. 
En 1710, Inglaterra se encontraba bajo el poder de la Reina Ana, quien fue la 
primera en reconocer los derechos de autor y la protección al derecho de copias, 
siendo el 10 de abril de este mismo año que se promulga el Estatuto de la Reina 
Ana. 
Debido a estos cambios y a la aparición de nuevas tecnologías es que se decide 
proteger los derechos de los autores, y con estas nuevas adaptaciones es que 
nacen los Derechos de Autor. 
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La Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada el 10 de diciembre 
de 1948 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, reconoce los derechos 
de autor, dotándolos así de protección moral y patrimonial con respecto a sus 
obras literarias, científicas o artísticas, encontrándose éste en su artículo 27. 
En 1904, por primera vez en Nicaragua se inicia a proteger la Propiedad 
Intelectual, apareciendo así en nuestro Código Civil, en su artículo 724 que 
preveía que “todo hombre es libre de abrazar la profesión, industria o trabajo que 
tenga a bien y para aprovecharse de sus frutos”, y estos podrían impedirse sólo si 
afectaban a los derechos de terceros, el cual tenía que ser por Sentencia judicial, 
a su vez el art. 726 expresaba: “Todo autor, artista, productor fonográfico o 
inventor goza de la propiedad de su obra, prestación, fonograma o de su invención 
por el tiempo que determine la legislación especial y, en su defecto, este Código”. 
Al aprobarse la Constitución Política de la República de Nicaragua en 1987, 
progresamos en el ámbito de la protección de los Derechos de Autor y la 
Propiedad Intelectual, reconociendo así los derechos sociales, tales como: 
educación, trabajo y cultura. El art. 127 Cn. expresa: “La creación artística y 
cultural es libre e irrestricta. Los trabajadores de la cultura tienen plena libertad de 
elegir formas y modos de expresión. El Estado procurará facilitarles los medios 
necesarios para crear y difundir sus obras, y proteger sus derechos de autor”. 
Nicaragua decide en el año de 1998 suscribir un acuerdo con el Gobierno de los 
Estados Unidos, con la finalidad de proteger los derechos de la Propiedad 
Intelectual, dicho acuerdo entre ambos Estados fue suscrito el 7 de enero de 1998, 
por Decreto No. 68-67, publicado en la Gaceta, Diario Oficial No. 214, del 10 de 
Noviembre de 1998. 
Es en 1999 que nuestro país comienza a dotar de una adecuada protección 
jurídica a estos derechos, aprobándose así la Ley de Derechos de Autor y 
Derechos Conexos, que aún se encuentra vigente en nuestro sistema. Este mismo 
año “se reconoció la validez de los convenios y tratados internacionales ya 
aprobados y ratificados, así como los suscritos en (materia de) derechos de autor 
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y derechos conexos: Convenio de Berna y Convenio de Roma” (Robleto Arana & 
Hermida Baltodano, 2008, pág. 216). 
Una vez entrada en vigencia la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos 
(de forma abreviada LDADC) se necesitó reglamentar las disposiciones de dicha 
ley y así procurar de forma más eficaz su aplicación, de tal suerte que en el año 
2000 fue aprobado el Decreto No. 22-2000: Reglamento de la Ley de Derechos de 
Autor y Derechos Conexos. 
En el 2001 Nicaragua se adhiere a los Tratados de Internet de la OMPI sobre 
derechos de autor (WCT) adoptado el 20 de diciembre de 1996 en Ginebra y 
entrando en vigencia el 6 de marzo de 2002, así mismo el Tratado sobre 
interpretación o ejecución y fonogramas (WPPT) entró en vigor el 20 de mayo de 
2002. Estos tratados son un complemento del Convenio de Berna y la Convención 
de Roma, con la finalidad de crear nuevas formas de protección de las obras por 
los avances tecnológicos digitalizados que se han venido generando. 
Otro tratado que Nicaragua ratifica para la protección de los Derechos de 
Propiedad Intelectual es el Tratado de Libre Comercio suscrito entre 
Centroamérica-Estados Unidos de América-República Dominicana (CAFTA-DR), 
aprobado por el Decreto No. 4371, el 14 de Octubre de 2005. 
Según Bendaña Guerrero, (1999): 
Un punto importante en el que difiere el Acuerdo (Acuerdo entre el 
Gobierno de los Estados Unidos de América y el Gobierno de la República 
de Nicaragua acerca de la protección de los Derechos de Propiedad 
Intelectual suscrito en 1998), del TLC es en cuanto al derecho de los 
autores o sus causahabientes a prohibir la importación en el territorio de la 
parte de copias de la obra, pues mientra en el primero se faculta al titular 
del derecho a prohibir la importación «aunque dihas copias las haya 
introducido en el comercio el pertinente titular del derecho» en el segundo se da 
simplemente el derecho de autorizar o prohibir: «la importacion a territorio de la 




En el 2006 se reforma la LDADC, aprobándose la Ley No. 577, “Ley de Reformas 
y Adiciones a la Ley No. 312, Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos”, 
reforma que fue reglamentada con el Decreto No. 24-2006 “Reformas al Decreto 
No. 22-2000, Reglamento de la Ley de Derecho de Autor y Derechos Conexos”, 
En el 2007 se aprueba el nuevo Código Penal, que entró en vigencia en el 2008. 
Éste nuevo Código regula los delitos contra los derechos de autor y derechos 
conexos, y a su vez derogó los artículos 106, 107 y 108 contemplados en el 
Capítulo II de las violaciones y sanciones penales en la LDADC. 
Por su parte, es importante destacar que los derechos conexos surgieron como un 
derecho especial de protección, debido a que había personas que se encargaban 
no de la creación de una obra sino de la forma en que ésta se divulgaría, es decir 
de la obra puesta al público. Según la Organización Mundial de la Propiedad 
Intelectual: “su finalidad radica en proteger los intereses legales de determinadas 
personas ya sean naturales o jurídicas que contribuyan a la puesta a disposición 
del público de las obras”. 
Una vez aprobado el derecho de autor, y con el surgimiento de nuevos 
mecanismos tecnológicos de difusión, tales como la radio, la televisión, el 
fonógrafo o la cinematografía, comienza a haber una afectación a los derechos de  
los intérpretes, artistas o ejecutantes, debido a que sus interpretaciones son 
accesible al público en cualquier lugar, por lo tanto, al darse la radiodifusión el 
empleo de éstos disminuyó, siendo éstos afectados económicamente. 
Según señala Lypszyc (2001): La primera ley de derechos de autor que reguló los 
derechos conexos fue la austriaca de 1936, llamándolos derechos afines. En 
cambio la Ley italiana de 1941 adoptó la denominación como “Derechos Conexos” 
(pág. 347 y 348). 
La Convención de Roma para la protección de los Derechos de Artistas, 
Intérpretes o Ejecutantes, Productores de Fonogramas y Organismos de 
Radiodifusión, fue adoptada el 26 de octubre de 1961, con la finalidad de 
salvaguardar los derechos morales y patrimoniales de éstos, y es hasta el 14 de 
15 
 
diciembre de 1999 que entra en vigor en nuestro país, bajo el Decreto No. 2428-
1999. Siendo así ya reconocido éste derecho, es que comienza a regularse en 
cada país. 
2. Noción de Derechos de Autor y Derechos Conexos 
El derecho de autor puede definirse como el derecho exclusivo de explotación que 
otorga la ley al autor, por el simple hecho de crear su obra. El autor al ser titular 
del derecho, posee facultades morales y patrimoniales que le permiten que sea 
reconocido como el padre de la obra y al mismo tiempo les faculta a prohibir o 
autorizar la utilización de la misma. (Art. 4, 5 y 18 LDADC) 
“Por derecho de autor se entiende la protección jurídica que se otorga al titular del 
derecho de una obra original del que es autor. El derecho de autor comprende dos 
categorías principales de derechos: los derechos patrimoniales y los derechos 
morales” (Gestión Colectiva del Derecho de Autor y Derechos Conexos). 
Según el Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC):  
Es el conjunto de facultades morales y patrimoniales que corresponden de 
forma exclusiva al autor de una obra, o a quien corresponda la titularidad 
de estos derechos por haberle sido transmitidos por el autor o por 
disposición legal, y conforme los cuales aquel puede beneficiarse de la 
utilización o comercialización de su obra, ya sea directamente o 
autorizando a terceros la realización de ciertos actos. Desde el instante 
mismo en que una persona natural crea una obra, pasa a ser el titular 
original de esa obra y tiene la libertad de decidir sobre el uso o destino que 
le dará. 
Fundamento y legitimidad de los derechos de autor: 
a) “Para algunos autores, la propiedad sobre el producto de la inteligencia no 
es posible, puesto que le faltan las condiciones técnicas para poder ser 
considerado como objeto de apropiación” (Guzmán García, 2008, pág. 81); 
quiere decir que el creador de la obra se sirve de todo lo que le rodea para 
poder tener esa idea, no solamente es del ingenio, por ello no es 
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considerado como objeto de apropiación, porque se vale de algo para ese 
ingenio. 
b) “Otra tesis sostiene que se debe admitir la propiedad intelectual como 
derecho estrictamente individual y además se debe concebir como 
absoluto” (Guzmán García, 2008, pág. 81), es decir que es un ingenio 
propio del autor, no importa tanto la influencia del ambiente para tener 
inspiración. 
c) Otra corriente, que se considera ecléctica debido a que es la combinación 
de las dos primeras teorías, señala que la propiedad intelectual es 
considerada propia del ingenio, pero debe admitir que el entorno que lo 
rodea ayudó a la creación de esa obra, y por tanto ésta es de un modo 
limitado y temporal (Guzmán García, 2008). 
Encontrando así el fundamento y legitimidad de este derecho, nosotras lo 
podemos definir como el ingenio o el producto de la inteligencia que el ser humano 
tiene para la creación de una obra novedosa, teniendo un carácter temporal y 
limitado en cuanto a los derechos patrimoniales, debido a que éste sólo es 
protegido durante la vida del autor y unos años después de su muerte y que según 
nuestra Ley vigente es después de los 70 años de la muerte del autor. 
Por su parte, los derechos conexos son una “expresión personalizada de la obra 
original, como por ejemplo, una ejecución musical o bien una grabación 
audiovisual, emisión de radio o televisión” (Guzmán García, 2008, pág. 87). 
“Por derechos conexos se entienden los derechos que se conceden a los artistas 
intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de 
radiodifusión en relación con sus interpretaciones o ejecuciones, fonogramas y 
radiodifusiones” (Gestión Colectiva del Derecho de Autor y Derechos Conexos). 
Según el MIFIC los derechos conexos: 
Son los derechos que corresponden a quienes entran en la categoría de 
intermediarios en la producción, grabación o difusión de las obras. Si bien 
no intervienen en el proceso de creación, sí juegan un importante papel en 
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la divulgación de las obras o en su comunicación al público. Estos derechos 
corresponden a los artistas intérpretes o ejecutantes, a los productores de 
fonogramas y a los organismos de radiodifusión. 
En fin, podemos definir derechos conexos como la protección legal de la 
interpretación, ejecución, fonogramas, radiodifusiones o personalización de una 
obra original por aquellos que dan a conocer una obra al público. 
3. Notas características del Derecho de Autor y Derechos Conexos 
Derecho de Autor: 
 Derecho de Autor como Derecho subjetivo: este derecho permite al autor de 
la obra autorizar o prohibir el uso de ésta, es decir que al ser un derecho 
individual o personal es oponible ante terceros, siempre y cuando causen 
perjuicios (Hermida Baltodano, 2008). 
 Derecho de Autor como Derecho Especial: se basa en la regulación de este 
derecho por normas y disposiciones legales, otorgando así protección 
jurídica a los creadores de obras literarias, artísticas o científicas. 
 Recaen sobre bienes inmateriales, no son territoriales, no prescriben 
(derecho moral), son indefinidos, son limitados y temporales (derecho 
patrimonial) y la aplicación industrial no es un requisito para la protección. 
 Son independientes, compatibles y acumulables (Delgado Porras, 2010). 
Derechos Conexos: 
 Se caracterizan porque “son más limitados que el Derecho de Autor y de 
más corta duración que éstos” (Aguilar Jeréz, 2006, pág. 24). 
 No recaen sobre bienes inmateriales, puesto que se encargan de las obras 
ya materializadas. 
 Carecen de creatividad y originalidad ya que se considera que no hay una 
creación única producto del intelecto, sino una simple manifestación o 
divulgación de una creación ya existente. 
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 Posee un derecho subjetivo porque tienen el derecho exclusivo de prohibir 
o autorizar la radiodifusión o la comunicación al público de sus 
interpretaciones o ejecuciones, así mismo los productores tienen el mismo 
derecho en cuanto a su reproducción, distribución, importación, adaptación, 
y la puesta a disposición del público. Por otro lado tenemos que los 
organismos de radiodifusión pueden autorizar o prohibir la retransmisión de 
sus emisiones. 
 Es un derecho especial porque está regulado como una materia especial 
dentro de nuestro ordenamiento jurídico. 
Al estudiar las características, tanto de derechos de autor como de derechos 
conexos, nos encontramos con posturas diversas al explicar esta relación 
existente.  
Según Lipzsyc (1993) que citó a Desbois:  
Considera que los derechos conexos son derechos vecinos a los de los 
autores, porque los auxiliares de la creación literaria y artística gravitan en 
la órbita de los creadores y su estatuto toma prestado, por ósmosis, ciertos 
rasgos del derecho de autor. “Pero la vecindad implica relaciones tan 
armoniosas como sea posible, pues no hace falta que los derechos de los 
auxiliares sean edificados sobre las ruinas de los derechos de autores…” 
(pág. 359). 
Por otro lado, tenemos a Lipzsyc (1993), que citó a Jessen, quien niega la 
conexión entre ambos derechos y plantea:  
Lo que vislumbramos es una analogía, un paralelismo entre los dos 
derechos pero jamás una conexión -la cual supondría una subordinación 
inexistente en el caso-. Se tratan de derechos independientes, plenamente 
autónomos, que no están en conflicto y, por lo contrario, son semejantes y 
convergentes en varios aspectos (pág. 359). 
Podemos notar las diferencias expuestas en esas opiniones, pero lo que no se 
dejará a un lado es la inevitable interrelación entre ambas materias (derechos), ya 
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sea viéndolo como un auxiliar o como un paralelismo, siempre se verán ligados y 
será inevitable su conexión. 
4. Sujetos de protección 
Derechos de Autor: 
La protección de este derecho se centra en la persona natural que se encargó de 
crear la obra (art. 2 LDADC), siendo éstos: 
 Autor, es aquella persona que crea una obra, de manera individual. 
 Coautor, cuando una obra es creada por dos o varios autores (art. 9 
LDADC). 
 Autor Anónimo, aquella persona que crea la obra pero se reserva su 
nombre o identidad y, por ende, el público no conoce la paternidad de la 
obra.  
 Autor seudónimo, es aquella persona que se da a conocer al público con un 
nombre ficticio. 
“Este sujeto denominado autor es el responsable de un trabajo intelectual u obra 
creativa que representa el hecho generador de derechos reconocidos en este 
nuevo derecho especial” (Hermida Baltodano, 2008, pág. 225).  
Es por ello que se trata de regular ese derecho especial para evitar su violación, 
situación que es más común en estos tiempos, debido a la facilidad para llevar a 
cabo la transferencia de la información (que ahora es digitalizada), lo que hace 
más fácil conseguir la obra a través de la piratería y posibilita el plagio de las 
obras, perjudicando en gran medida al derecho de autor. 
“De acuerdo con la moderna doctrina, los derechos subjetivos que alcanzan a los 
autores, o creadores de obras del ingenio, están dados en atención al 





Los sistemas jurídicos reconocen al autor dos derechos fundamentales: 
 Derechos morales, que consisten en el reconocimiento de la autoría de la 
obra por ser un derecho personal, éstos son irrenunciables e inalienables. 
Permiten al autor modificar, divulgar la obra, retirarla de la circulación, exigir 
que se respete la integridad y un derecho fundamental, esto es, ser 
reconocido como el padre de la obra. 
 Derecho patrimonial, consisten en el derecho exclusivo que la ley le otorga 
al autor para autorizar o prohibir la explotación o el uso de su obra, 
reconociéndole regalías o beneficios económicos y, por tanto, es un 
derecho alienable y temporal; este derecho puede ejercerse de distintas 
modalidades con el consentimiento del autor, y que a su vez la ley faculta 
en el art. 23 LDADC. 
Derechos conexos: 
Los sujetos de protección son las personas naturales o jurídicas que se encargan 
de difundir la obra al público y son: 
 Artistas, Intérpretes o Ejecutantes 
Según la LDADC (Art. 2 numeral 2.3) estos sujetos son personas naturales a los 
que la ley otorga protección con respecto a los derechos morales, y pueden ser 
todo actor, cantante, músico, bailarín y otra persona que representa un papel, 
cante, recite, declame, interprete o ejecute en cualquier forma una obra del tipo 
que sea. 
 Productores de Fonogramas 
Según la LDADC (Art. 2 numeral 2.23) a quién respalda es a la persona natural o 
jurídica que fija, toma la iniciativa y tiene la responsabilidad económica de la 
primera fijación de los sonidos de una ejecución o interpretación u otros sonidos o 
las representación de sonidos: un ejemplo de ellos son los casetes, o las unidades 
de discos como CD o DVD. 
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 Organismos de radiodifusión 
Es toda persona natural o jurídica que tiene la potestad de decidir el contenido de 
las emisiones de radiodifusión y qué emisiones transmitirá, determinando así el 
programa, el día y la hora de la emisión (art. 2 numeral 2.22 LDADC). 
Se conoce por radiodifusión toda transmisión al público por medio inalámbrico o 
satelital, reflejándose así en nuestra radio o televisores. 
 Expresiones de folklore 
Es la cultura propia de cada país expresada en una poesía, danza o en un cuento, 
por tanto, son considerados un patrimonio artístico tradicional que se va 
desarrollando en cada comunidad nicaragüense (en el caso de nuestro país) y que 
luego son gravadas para posteriormente darlas a conocer al público (art. 2 
numeral 2.10 LDADC). 
Según Hermida Baltodano (2008): 
Es importante notar que, aunque la manifestación del folclor es un 
elemento de la cultura popular, no es la expresión del folclor lo que se 
protege por los derechos conexos, sino más bien la labor de producción y 
el trabajo de representación el que es tutelado para efectos de garantizar la 
recuperación de la inversión realizada por el productor de la obra (pág.267). 
Al igual que los derechos de autor, a los derechos conexos se les reconocen dos 
facultades: los morales y los patrimoniales, los cuales describiremos a 
continuación. 
 Derechos morales: serán ejercidos por lo herederos (personas naturales o 
jurídicas) nombrados por testamento o por declaración de un juicio. La ley 
establece un período de hasta setenta años después de su publicación, por 
ende, estos derechos son temporales.  
Estos derechos se clasifican en derecho de paternidad (el artista goza del 
derecho a que se reconozca esa interpretación o ejecución por su nombre) 
y derecho de integridad (es el derecho que tiene el autor a prohibir que su 
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interpretación sufra alguna deformación o mutilación) (Hermida Baltodano, 
2008). 
 Derechos patrimoniales: éste es ejercido exclusivamente por los titulares de 
derechos con la finalidad de explotar económicamente el trabajo efectuado 
por ellos, facultándole así la prohibición o autorización de su uso por 
terceras personas.   
“A diferencia del derecho de autor, los derechos conexos tienen la 
particularidad de realizarse mediante la explotación de sonidos e imágenes 
fijas del trabajo artístico solicitado” (Hermida Baltodano, 2008, pág. 270). 
 
5. Objeto de protección del Derecho de Autor y Derechos Conexos 
El derecho de autor protege todas las ideas creativas o la creación intelectual 
plasmadas en una obra, caracterizándose éstas por su originalidad e 
individualidad, así mismo la originalidad no implica novedad en derechos de autor. 
Para Lipszyc (1993): 
El objeto de protección del derecho de autor es la obra. Para el derecho de 
autor, obra es la expresión personal de la inteligencia que desarrolla un 
pensamiento que se manifiesta bajo una forma perceptible, tiene 
originalidad o individualidad suficiente, y es apta para ser difundida y 
reproducida (pág. 61). 
Para delimitar la protección de las obras, se plantean cuatro criterios:  
 El derecho de Autor protege las creaciones formales, no ideas: “Las ideas 
no son obras y, por ende, su uso es libre. No se puede adquirir sobre ellas 
protección o propiedad alguna, aun cuando sean novedosas”, así mismo, si 
se otorgaran derechos exclusivos sobre las ideas se obstaculizaría su 
difusión (Lipszyc, 1993, pág. 62). 
 La originalidad es condición necesaria para la protección: se dice que una 
obra para que sea protegida debe ser única, debe contener al menos un 
elemento que se haga distinguir de las demás obras existentes, si carece 
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de originalidad, entraría a ser una copia de lo ya existente. La creatividad 
del autor le da a la obra una individualidad que la caracterizará y la 
diferenciaría del resto de las obras ya existentes, no obstante no se debe 
dejar a un lado que la inspiración de dicha obra sea producto o influencia 
por otra creada con anterioridad (Lipszyc, 1993). 
 La protección no depende del valor o mérito de la obra, de su destino o de 
su forma de expresión: una obra no necesita ser del agrado del público para 
tener una protección jurídica, puesto que originalidad y valor o mérito son 
conceptos totalmente distintos. Así mismo, el derecho condiciona a la obra 
con la cualidad de originalidad, dejando a un lado el fin para el cual fue 
elaborado, es decir no importa si tiene una finalidad educativa o meramente 
recreativa (Lipszyc, 1993). 
 La protección no está sujeta al cumplimiento de formalidades: “El derecho 
de autor nace del acto de creación y no del reconocimiento de la autoridad 
administrativa”, con esto entendemos que no se necesita un reconocimiento 
por parte de una institución o autoridad para su protección. Por otro lado, en 
el convenio de Berna en la primera revisión (Berlín, 1908) se estableció que 
“el goce y el ejercicio de estos derechos no estarán subordinados a ninguna 
formalidad” (Lipszyc, 1993, pág. 68). 
Según nuestra legislación, en su art. 13 LDADC, se establece que son objeto de 
protección “todas las creaciones originales y derivadas, literarias, artísticas o 
científicas, independientemente de su género, mérito o forma actual o futura…”. 
Las colecciones de obras literarias, artísticas o científicas, tales como las 
antologías, compilaciones de textos, resoluciones administrativas o judiciales, y 
otros elementos, comprendidas las bases de datos que, por la selección o 
disposición de las materias constituyan creaciones intelectuales, son objeto de 




Al igual, son objeto de protección, sin perjuicio de los derechos de autor sobre la 
obra original: 
 Las traducciones, adaptaciones y doblajes. 
 Las revisiones, actualizaciones y anotaciones. 
 Los arreglos musicales. 
 Los compendios, resúmenes y extractos. 
 Cualquier otra creación que resulte de la transformación de una obra 
original. 
Nuestra legislación no toma en cuenta como objeto de protección las leyes, 
acuerdos, disposiciones gubernativas, actas, sentencias, etc., de modo que éstas 
pueden reproducirse por el público. 
El objeto de protección en los derechos conexos son las interpretaciones o 
representaciones que realiza el artista, intérprete o ejecutante, al igual protegen 
también los derechos que posee cada productor de fonogramas y  los organismos 
de radiodifusión. 
En vista de que los derechos conexos tienen una clasificación bien puntual, es por 
ello que hablaremos de cada uno y en referencia al objeto que protege: 
Artistas, intérpretes o ejecutantes: El objeto protegido se encierra en la actividad 
personal que realizan éstos. “Se trata de un bien inmaterial que no constituye una 
obra y, por tanto, la tutela de la prestación del artista no está subordinada a la 
condición de que se presente originalidad o individualidad” (Lipszyc, 1993, pág. 
373). Dado que el intérprete no aporta algo novedoso, la función que cumple es la 
de conectar al público con el autor de la obra. 
Productor de fonogramas: “El objeto protegido es la fijación de la interpretación de 
la obra en un soporte material que se denomina fonograma” (Lipszyc, 1993, pág. 
391). 
Organismos de radiodifusión: El objeto protegido es la “emisión” o “transmisión” de 
radiodifusión o un programa. 
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Expresiones de folklore: Según la ley de Derchos de Autor y Derechos Conexos 
son las producciones de elementos caracteristicos del patrimonio artistico 
tradicional desarrollado, es decir que la proteccion radica en la materialización de 
bailes, cantos, rituales, etc propios de nuestro pais. 
6. Régimen Jurídico nicaragüense en la materia 
Una vez que ya hemos conocido un poco sobre el recorrido que tuvieron estos 
derechos y todos sus aspectos generales, abordaremos el aspecto más 
importante para poder hacer valer estos derechos, es decir, el aspecto jurídico. 
La legislación nicaragüense protege los derechos de autor y derechos conexos, 
debido a que es importante para nuestro país la promoción de éstos, porque no 
sólo son aspectos culturales sino económicos sobre los cuales debe velar el 
Estado, porque ese incentivo creativo que se les otorga a los nicaragüenses sirve 
para el desarrollo económico y cultural en nuestro país.  
6.1 Derechos de Autor y Derechos Conexos en la Constitución Política de la 
República de Nicaragua 
 
Fue hasta en 1987 que la Constitución Política de la República de Nicaragua 
incluyó como objeto de protección los derechos de propiedad intelectual y los 
derechos de autor, promoviendo así la creación y la protección de los mismos, al 
igual que el sujeto titular de derecho. 
En nuestra carta magna pudimos notar que la Propiedad Intelectual, como objeto 
de protección se encuentra respaldado por ésta en su art. 125, parte in fine, que 
reza así: “Se garantiza la libertad de cátedra. El Estado promueve y protege la 
libre creación, investigación y difusión de las ciencias, la tecnología, las artes y las 
letras, y garantiza y protege la propiedad intelectual”. 
Podemos notar, entonces, que nuestro ordenamiento jurídico protege a todas las 
personas que tengan esa capacidad de ingeniar, crear, innovar, así como todas 
aquellas que aporten algo productivo a la sociedad, y a su vez vela también por la 
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protección de todas aquellas bellas artes, que una vez puestas al público se 
perpetúan en el tiempo, formando parte del acervo cultural de un país. 
Es interesante saber que nuestro sistema jurídico respalda a todos los 
nicaragüenses que quieran enriquecer nuestra cultura y dejar un legado que sirva 
de ejemplo para que esas futuras generaciones tengan el deseo de innovar, y que 
a la vez sean respetados sus derechos. Así lo expresa el art. 126, en su parte in 
fine: “El Estado apoyará la cultura nacional en todas sus expresiones, sean de 
carácter colectivo o de creadores individuales”. 
Además de proteger la propiedad intelectual en general, la Constitución Política 
también protege los derechos de autor, lo cual lo específica en su art. 127: “la 
creación artística y cultural es libre e irrestricta. Los trabajadores de la cultura 
tienen plena libertad de elegir formas y modos de expresión. El Estado procurará 
facilitarles los medios necesarios para crear y difundir sus obras, y protege sus 
derechos de autor”. 
De esta manera nuestra Constitución Política de la República protege nuestros 
derechos, y apoya a todo nicaragüense que quiera comenzar a crecer en este 
ámbito cultural y profesional. 
6.2 Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos 
 
En 1999 se creó la Ley para la tutela y protección de los derechos de autor y 
derechos conexos, siendo reglamentada hasta el año 2000, y reformada en el 
2006, para garantizar una adecuada protección de estos derechos. 
Esta norma jurídica prevé los conceptos básicos sobre todo lo relativo a derechos 
de autor y derechos conexos, así como las limitaciones y excepciones del derecho 
de autor, expresadas en los artículos que van del 31 al 43, donde, entre otras 
cosas, se permite la reproducción de una copia para uso personal y sin ánimo de 
lucro, conocida como copia privada. 
No obstante, al hablar de reproducción de obras debemos tomar en cuenta que 
hoy en día ya no existe la limitante del papel, ahora hay un sin número de inventos 
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que han favorecido la reproducción de las misma, pero, por otro lado, nuestra 
legislación no las contempla, por lo que suele ser una ventaja para irrumpir en el 
orden jurídico y en la tranquilidad del autor, al tener sus creaciones expuestas. 
La duración de los derechos patrimoniales del autor es por toda la vida de éste, y 
setenta años después de su muerte; en cambio los artistas intérpretes, 
productores de fonogramas, y organismos de radiodifusión, duran 70 años desde 
la publicación de su presentación, fonograma o emisión. 
Una vez que ya ha transcurrido el período de protección, es decir, luego de 70 
años de su muerte, la obra pasará al dominio público, otorgándose así el uso libre 
de éstas, siempre y cuando se respeten la autoría y la integridad de las mismas. 
Para garantizar la adecuada protección de los derechos de autor y derechos 
conexos, se creó una Oficina Nacional en el MIFIC, específicamente en el Registro 
de Propiedad Industrial e Intelectual, con la finalidad de llevar un registro de todas 
las obras o derechos conexos que decidan inscribirse, y al mismo tiempo se 
encarga de promover la creación intelectual y resolver las posibles controversias 
que sean presentadas por las partes (Art. 129 LDADC). 
Según el MIFIC:  
La legislación de Derechos de Autor, ha venido evolucionando a través de 
los años en respuesta a realidades más complejas, resultado de la 
evolución tecnológica. Las nuevas tecnologías apoyan y facilitan la 
creación de obras, pero igualmente facilitan la reproducción, las imitaciones 
o la explotación de obras por quienes no cuentan con la debida 
autorización del titular. 
Si bien es cierto que estas disposiciones vienen a proteger los titulares de 
derechos, sabemos también que estas normas no son cumplidas al cien por ciento 
(100%), en vista de ello se observan a diario manifestaciones de lo que es la 
piratería y el plagio. En buena medida ello obedece a que el Estado no tiene una 
política firme para reducir este flagelo, ni han decidido acciones concretas para 
combatir estos ilícitos (Aguilar Jeréz, 2006). 
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6.3  Reglamento de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos 
Tiene como objetivo reglamentar las disposiciones de la LDADC y facilitar la eficaz 
aplicación y salvaguarda de los derechos otorgados en ella. 
En particular se ocupa del procedimiento para poder registrarse ante el Registro 
de Propiedad Intelectual y gozar de la adecuada protección y defensa de los 
derechos otorgados por la ley; aunque vale recordar aquí que la ley señala que no 
es necesario que se registren las obras para poder obtener esa protección, claro, 
siempre y cuando estén guardadas en un soporte material y que sean originales, 
esto quiere decir, que la ley protege todas aquellas ideas que se encuentren 
materializadas y la forma de cómo son expresadas.  
En tal sentido, el art. 2 del RLDADC establece que: “…el registro y depósito del 
Derecho de Autor y Derechos Conexos es meramente facultativo y declarativo, no 
constitutivo”. 
6.4  Derechos de Autor y Derechos Conexos en el Código Penal 
En la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos existía un capítulo 
relacionado a la protección efectiva de este derecho, a través de ciertas acciones 
o procedimientos que estaban destinados a suprimir o a eliminar algunas acciones 
ilícitas que violentaban los derechos de los titulares, por tanto esta ley regulaba 
esta sección para poder llevar a cabo una verdadera protección. Empero dichas 
disposiciones fueron derogadas por el Código Penal, en el año 2008, cuando éste 
entró en vigencia en nuestro país. 
Así, el Código Penal protege en el capítulo IX la propiedad intelectual, abarcando 
delitos contra los derechos de autor y derechos conexos. 
En el artículo 247 se tipifica el “Ejercicio no autorizado del derecho de autor y 
derechos conexos”, el cual consiste en “realizar cualquiera de las siguientes 
acciones sin la debida autorización del autor de la obras: Traducciones, arreglos, 
modificaciones, comunicación pública ya sea completa o parcial, la retransmisión, 
la reproducción de un número mayor al estipulado, distribuir o comunicarlo una 
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vez finalizado el contrato, realizar cualquier acto que eluda o intente eludir una 
medida tecnológica utilizada para evitar el uso no autorizado de una obra, la 
importación, distribución, comercialización o cualquier otra modalidad de 
distribución. Cualquiera de los actos anteriormente mencionados serán penados 
con 90 a 150 días multa o prisión de 6 meses a 2 años e inhabilitación por el 
mismo período”. Como se puede observar este tipo penal sanciona el uso sin 
autorización de una creación; se está castigando irrumpir con el derecho que 
posee el autor. 
En el art. 248 se habla de la “reproducción ilícita”, que consiste en la intención de 
obtener un beneficio económico para sí o para un tercero sin la autorización del 
autor, por los siguientes actos: “reproducción total o parcial, distribución de 
ejemplares, fijación de un artista y la fijación de una emisión protegida. Serán 
sancionadas con 500 días multas o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial”. 
Por su parte, el art. 249 expresa los delitos contra las “señales satelitales 
protegidas”, éste delito no es más que la protección de los derechos conexos en el 
ámbito de los organismos de radiodifusión, en donde el objetivo es proteger todas 
las emisiones que puedan ser reproducidas sin previa autorización del titular de 
derecho. 
A su vez, el legislador penal protege los programas de computación, en su art. 
250, de modo que; “Será sancionado de trescientos a quinientos días multa o 
prisión de uno a tres años e inhabilitación especial por el mismo período para 
ejercer cargo, profesión, oficio, industria o comercio relacionado con la conducta 
delictiva, quien contraviniendo la ley de la materia fabrique, distribuya o venda 
mecanismos o sistemas que permitan o faciliten la supresión no autorizada de 
dispositivos técnicos que se hayan utilizado para evitar la reproducción de 
programas de computación”. 
De igual manera, el Código Penal tipifica los delitos contra la propiedad industrial 
estipulados en el capítulo X, que pueden ir ligados a los delitos en contra de los 





EL COMERCIO ELECTRÓNICO EN EL CONTEXTO NICARAGÜENSE 
 
1. Antecedentes 
Habiendo estudiado con anterioridad lo que en nuestro país es el Derecho de 
Autor y Derechos Conexos, debemos evaluar cómo es aplicado y regulado el 
comercio electrónico para, luego, determinar su trascendencia en los derechos 
que nos anteceden. Para ello haremos una breve reseña de su origen o lo que se 
puede denominar las primeras manifestaciones. 
Hemos aprendido que con el paso de los años el hombre en su intento por mejorar 
su estilo de vida, innova y desarrolla inventos que han facilitado la supervivencia, 
que a su vez requieren de una protección para brindar una seguridad jurídica y 
garantizar una certeza. Es así como después de ser testigos de tantos avances 
nos encontramos con una de las creaciones que ha traspasado fronteras y ha ido 
más allá de lo habitual, transformándose en un gran reto para las sociedades 
actuales: el Internet. 
El Internet ha permitido una expansión del Derecho de Autor y de los Derechos 
Conexos, tanto así como ha permitido la divulgación de las obras. 
En vista de su constante evolución, el internet ha presentado ser un gran reto en 
todos los ámbitos de la sociedad, principalmente cuando de protección hacia la 
misma hablamos. 
Rogel Videl, (2001) define Internet: 
Es una Red, una red de redes a través de la cual circula la más variopinta 
información, información procedente de las más diversas fuentes, sitios y 
bases de datos, almacenadas… consiste, en ocasiones, en obras del 




“La internet es en realidad una red de redes, por virtud de la cual todos los 
usuarios conectados a la red lo están a través de un ordenador que controla una 
red local formada por un cierto número de ordenadores” (Díaz Bravo, 2007, pág. 
61). 
Ha resultado un medio facilitador, no sólo de la comunicación, sino que ha 
presentado grandes ventajas en el aspecto económico, permitiendo el intercambio 
de información y abriendo puertas a un mercado mundial (ha brindado la 
posibilidad de divulgar las creaciones del intelecto, así como canciones, libros, 
poemas, etc.). Es aquí donde vemos reflejado lo que mencionábamos en un inicio, 
“Comercio Electrónico”, ese intercambio de información por dinero en un medio 
virtual. 
Según Gariboldi el internet (1999): 
…A mediados de los años noventa, ya dentro de una nueva etapa, tanto el 
hardware como el software alcanzan un mayor grado de desarrollo, 
haciendo posible la utilización de interfaces gráficas y ofreciendo mayor 
seguridad y velocidad. Esto permitió, por primera vez, una interacción real y 
fluida a través de la red. 
“Además de la utilización académica e institucional que tuvo en sus orígenes, hoy 
se emplea Internet con fines comerciales” (Sosa Flores, Zao, & Rodríguez 
Miranda, 2005).  
“… El comercio electrónico, se originó en 1991 cuando internet entró de lleno al 
uso comercial. Ahora existen miles de sitios electrónicos y cientos de compañías 
que realizan diariamente transacciones multimillonarias por la red” (Boen Oelkers, 
2004, pág. 4) 
“A inicios del año 1920 en los Estados Unidos apareció la venta por catálogo, 
impulsado por las grandes tiendas de mayoreo. Este sistema de venta, 
revolucionario para la época, consiste en un catálogo con fotos ilustrativas de los 
productos a vender” (Sosa Flores, Zao, & Rodríguez Miranda, 2005). 
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En la actualidad se utiliza mucho el internet, en vista que en la mayoría de los 
países es de acceso público y por tanto de mayor facilidad para conectarse desde 
donde quiera que esté a través de una PC o móvil y realizar una transacción o 
negocio.  
“En 1994, el gobierno estadounidense derogó casi todas las reglas que 
controlaban el uso de internet. Su eliminación provocó el crecimiento del comercio 
electrónico” (Boen Oelkers, 2004, pág. 48).  
En el año de 1996, se adoptó la Ley Modelo de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el derecho mercantil internacional (CNUDMI) con el objetivo de 
facilitar el comercio electrónico entre los países y brindando algunas pautas para 
que los legisladores crearan normas necesarias para brindar seguridad jurídica y 
así terminar con todos los inconvenientes que presenta esta herramienta al ser 
nueva para la sociedad.  
En Nicaragua carecemos de una norma que regule esta materia, lo único que 
tenemos es un Anteproyecto de Ley de Comercio Electrónico, que desde Junio de 
2006 se encuentra en el MIFIC esperando a ser enviado a la Asamblea Nacional 
para ser aprobado y promulgado. 
Nos resulta fundamental abordar este tema, y no por su complejidad sino por su 
poco desarrollo en nuestro país. Al enlazarlo con la propiedad intelectual llegamos 
a la conclusión de que debemos tomar en cuenta las ideas y creaciones 
novedosas, ya que es a partir de ellas que surge, a nuestro parecer, el comercio 
electrónico. Tomando en cuenta lo anterior podemos decir que el punto de partida 
tanto del comercio tradicional como del comercio electrónico sería la propiedad 
intelectual, debido a que la comercialización se da a partir de la distribución de 
bienes (creados por alguien, siendo la manifestación de una idea) y servicios (que 
fueron producto de la creatividad de una persona). Es por esto que la regulación 





2. Noción del Comercio Electrónico 
Para hablar de comercio debe retomarse el concepto de mercado y más aún 
cuando dicho concepto se vuelve intangible como lo es el mercado virtual, una 
nueva plataforma que ha dado lugar al concepto de comercio electrónico. El 
mercado ya no es el espacio físico o lugar tradicional en donde se produce el 
intercambio de dinero por mercancías, pasa a ser un elemento que trasciende 
fronteras, convirtiéndose en algo mundial. 
El comercio electrónico no es más que una herramienta que se ha venido 
utilizando alrededor del mundo, para facilitar las transacciones entre el 
comerciante (empresarios) y el cliente (usuario o consumidor), y de esta manera, 
por vía de internet proporcionar, a través de sus sitios web, información sobre los 
productos, bienes y servicios que ofertan las empresas, para que el usuario pueda 
adquirirlos sin lugar a duda con un solo clic. 
“Es un sistema de venta abierto, universal que permite consultar, comprar y pagar 
a través de un medio electrónico seguro y personalizado” (Begazo, 2000). 
La Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) no define 
directamente la frase Comercio Electrónico, sino que la define separando los dos 
nociones que la componen: 
Electrónico: Por electrónico cabe entender la infraestructura mundial de 
tecnologías y redes de informática y las telecomunicaciones que permite el 
procesamiento y la transmisión de datos digitalizados. Numerosos estudios 
han abordado la evolución desde las primeras redes privadas, en las que 
las transacciones electrónicas han sido moneda corriente durante varias 
décadas, hasta las redes abiertas con protocolos de uso público, como el 
Internet. Un rasgo común de esas redes es que operan sobre la base de 
propósitos definidos de manera específica y están destinadas 
exclusivamente para los participantes autorizados. 
Comercio: En este contexto, la palabra comercio hace referencia a una 
serie cada vez mayor de actividades que tienen lugar en redes abiertas –
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compra, venta, comercio, publicidad y transacciones de toda índole- que 
conducen a un intercambio de valor entre dos partes. Cabe citar como 
ejemplos las subastas, los servicios bancarios y demás servicios 
financieros, la venta de programas, y un número creciente de sitios internet 
que ofrecen una amplia gama de bienes o servicios consumo, todos ellos 
en línea. 
Tomando en cuenta ambos conceptos llegamos a la conclusión de que comercio 
electrónico son todas aquellas transacciones que se realizan por medios 
electrónicos o digitalizados a través de los cuales se da un intercambio de valor 
entre dos partes, llevándose a cabo por distintas formas de pago y ofertándose un 
sin número de bienes y servicios. 
Según Jeff (2008), el término "comercio electrónico": 
Se refiere a la integración dentro de la empresa de herramientas basadas 
en tecnologías de información y comunicación (denominadas por lo general 
software empresarial con el fin de mejorar su funcionamiento y crear valor 
para la empresa, sus clientes y sus socios). 
Esto significa que para que se lleve a cabo el comercio electrónico debe crearse 
toda una estructura que facilite las herramientas idóneas para que la interacción o 
relación que se da entre ambas partes sea perfecta, es decir que para que pueda 
realizarse el negocio la empresa necesita de un sitio web donde se brinden tanto 
productos y servicios, como la información general de la misma. 
Para lograr el objeto propuesto por la empresa se necesita de un establecimiento 
que permita el flujo de comercio fundamental en toda economía de una sociedad. 
En el comercio tradicional se presentan tres elementos fundamentales para que se 
efectué con éxito: conjunto de bienes organizados, empresario y la existencia de 
una empresa (Cubillos Velandia & Rincón Cardenas, 2002). 
Cubillos Velandia, et al, (2002): 
Bienes: Incluye aquellos materiales y aquellos incorporales en tal medida y 
adaptando este concepto al comercio electrónico, por ejemplo un nombre 
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de dominio constituiría un bien incorporal el cual adicionalmente guarda 
directa relación con la actividad que desarrolla el empresario en internet en 
la ejecución de sus fines (pág. 38). 
“Empresa: Toda actividad económica organizada para la producción, 
transformación, circulación, administración o custodia de bienes o para la 
prestación de servicios. Dicha actividad se realizará a través de uno o más 
establecimientos de comercios” (Cubillos Velandia, et al, 2002, pág. 38). 
“Empresario: Es toda persona que se dedica a desarrollar una actividad 
determinada en pro de alcanzar una meta. Cuando hablamos de comercio nos 
debemos referir a comerciante” (Cubillos Velandia, et al, 2002, pág. 38). 
Nuestra legislación, en el Código de Comercio vigente, define como comerciante 
a: los que se ocupan ordinaria y profesionalmente en alguna o algunas de las 
operaciones que corresponden a esta industria y las sociedades mercantiles o 
industriales (art. 6 Cc.). 
Una vez expuestos estos elementos conviene tener en cuenta el Anteproyecto de 
Ley de Comercio Electrónico, el cual en su art. 3 inciso b define: “Comercio 
Electrónico: Es toda actividad comercial celebrada, sea o no contractual, por 
medio de mensajes de datos”. 
3. Naturaleza del Comercio Electrónico 
“La naturaleza del comercio electrónico puede concebirse como actos de comercio 
realizados a través de medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología” 
(Quintana, 2002, pág. 243).  
Quiere decir que su naturaleza jurídica radica en los medios digitales o 
tecnológicos, por tanto, su naturaleza se concibe por el hecho de que se celebre 
cualquier acto de comercio tomando en cuenta los medios que se emplean para 
realizar o cerrar la transacción. 
Es por ello que se requiere que todos estos actos sean ajustados a ciertas 
particularidades que se dan en el comercio tradicional, como son: el 
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perfeccionamiento, el otorgamiento de la firma (firma electrónica) y la fuerza 
probatoria de los documentos electrónicos que se vayan realizando por cada 
acuerdo, debido a que éstos suelen estar en una especie de limbo jurídico que los 
técnicos especialistas llaman ciberespacio antes de ser materializados por 
cualquier medio (Díaz Bravo, 2007). 
“El comercio electrónico no precisa hasta ahora cuáles son los límites que le 
separan del comercio tradicional, y es posible que ambos se mezclen en función 
de la generalización de ciertas prácticas” (Introducción al Comercio Electrónico). 
4. Notas caracterizadoras 
El comercio electrónico difiere del comercio tradicional, por el simple hecho de que 
el primero lo encontramos en un lugar fijo (La red) ofreciendo así mayor 
comodidad al consumidor o usuario, porque sin tener que salir de casa, como en 
el caso del comercio tradicional, puede recibir lo que compró siendo las empresas 
las encargadas de su distribución (Boen Oelkers, 2004).También se conoce esta 
característica como ubicuidad, ya que el comercio electrónico puede darse desde 
cualquier parte del mundo y a la hora que se desee (TECNOAVAN). 
Antes de continuar con las notas características debemos definir lo que ha de 
entenderse por Distribución, y según Boen Oelkers, (2004) la define en términos 
comerciales: 
Es el desplazamiento de productos y servicios entre un productor y un 
consumidor. Se trata de un proceso muy importante que exige planeación y 
planificación. El objetivo más claro de la distribución es hacer que el 
producto llegue al lugar preciso en el momento idóneo (pág. 9). 
“El comercio tradicional está caracterizado por la participación de un gran número 
de intermediarios que hacen posible que los bienes y servicios lleguen desde el 
productor hasta el consumidor” (Gariboldi, 1999). 
En cambio, una de las características principales del comercio electrónico, resulta 
ser la facilidad con la que acceden los usuarios, en vista que todo su entorno 
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desde la publicidad, el medio (PC, Móvil, etc.) hasta su forma de distribución; 
permiten tener una vía más cercana a distintos bienes y servicios con solo tener 
conocimientos mínimos de informática, a su vez se puede decir que se permite un 
alcance global por ser el internet una herramienta universal, desapareciendo de 
este modo las barreras territoriales. 
El comercio electrónico se puede decir que es eficaz, una vez que ha sido 
entregado el producto al consumidor conforme al pedido solicitado y se encuentre 
en orden el pago de la factura (Boen Oelkers, 2004). 
Además TECNOAVAN (2007), señala las siguientes características: 
 Estándares: “Los estándares de Internet son mundiales. Esto disminuye los 
costos de entrada al mercado para las empresas y también reduce el 
esfuerzo de búsqueda por parte de los consumidores”. 
 Multimedia: “En la Web, es posible añadir más riqueza a los documentos a 
un costo prácticamente nulo: Color, vídeo, audio, texto, imágenes”.  
 Interactividad: “El comercio electrónico permite una comunicación en ambos 
sentidos entre el comerciante y el consumidor.” 
 Densidad de la información: “Es la cantidad y calidad de la información 
disponible a todos los participantes en el mercado. En el comercio 
electrónico se incrementa drásticamente, hay aumento de la competencia 
real, efectiva.” 
 Personalización: “El comercio electrónico permite personalizar la 
información a mostrar al consumidor. Mostrar su nombre, anunciar artículos 
en función de sus intereses o de compras anteriores, etc.”.  
Todas las características mencionadas con anterioridad representan las grandes 
ventajas que el comercio electrónico les brinda a los empresarios en general (así 
como a los autores, interpretes y usuarios) ya que se abre un espacio para que 
aparezcan nuevos medios tecnológicos para la aplicación del Derecho exclusivo 
de explotación: no obstante esto representa el incremento de las violaciones e 
infracciones del mismo y a su vez la regulación jurídica resulta insuficiente ante su 
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constante desarrollo, y por ello es que se necesita adecuar las normas para la 
protección de estos derechos. 
5. Objeto de protección del Comercio Electrónico 
Dentro del comercio electrónico, el foco de su protección para muchos está en los 
consumidores, ya que ellos son los que se arriesgan a la hora de realizar las 
transacciones económicas, es por esto que se procura brindar una seguridad, para 
que la comercialización continúe.  
Como se ha observado en la práctica actual, se ha producido un sin número de 
violaciones que ha afectado enormemente, no sólo la economía de los usuarios, 
sino la confianza de los mismos, algunos ejemplos de ello han sido los ataques 
fraudulentos por medio de empresas no existentes, o estafas a través de las 
formas de pago por internet, entre ellas una de las más usadas, las tarjetas de 
crédito.  
El objeto del comercio electrónico según Jeff (2008) es crear valor en la empresa, 
esto quiere decir que, a través de las estrategias o los medios que se utilicen 
deben reducirse los costes e incrementar las ganancias, al igual que lograr una 
buena relación con los socios y los usuarios y así crear una mayor productividad 
por la demanda que éstos crean por los distintos productos y servicios que la 
empresa comercializa o tiene a su disposición, y de esta manera brindar al cliente 
una mayor calidad del producto. 
6. Clasificación del Comercio Electrónico 
“A través de Internet las transacciones comerciales se agrupan según las 
siguientes modalidades de los bienes o servicios que se venden, la forma en que 
los recibe el cliente y los agentes que intervienen en la operación” (Sosa Flores, 





Según el tipo de bien que interviene en la transacción: 
 Bienes tangibles: son aquellos que no pueden transferirse por medio de la 
red, es decir, que son palpables al público y que deben distribuirse 
directamente a la dirección que proporcione el consumidor. 
 Bienes intangibles: son aquellos que se encuentran digitalizados dentro de 
un soporte técnico (Disco Duro, CD, DVD, etc.) y una vez realizada la 
transacción puede ser enviada directamente desde la PC del cliente que lo 
pidió por línea. 
Según el tipo de entrega al cliente: 
 Indirecto: al ser un bien tangible debe realizarse la entrega por medio de 
servicios especializados de paquetería internacional o cuando es dentro del 
país o región la empresa usa el método de distribución para que al cliente le 
llegue su bien o servicio por vías convencionales de correo al proporcionar 
éste su dirección domiciliar. 
 Directo: esta entrega se lleva a cabo por vía internet cuando el cliente pide 
un bien intangible, éste es enviado directamente en línea, de computadora 
a computadora. 
Según los agentes que participan en las transacciones a través de la red: 
 Entre empresas, “business to business”: “Las empresas pueden intervenir 
como usuarias (compradoras o vendedoras) o como proveedoras de 
herramientas o servicios de soporte para el Comercio Electrónico, 
instituciones financieras, proveedores de servicios de Internet, etc.” (Sosa 
Flores, Zao, & Rodríguez Miranda, 2005). 
 Entre empresas y consumidor, “business to consumers”: esta relación se da 
cuando las empresas ofertan sus productos o servicios a través de sitios 
electrónicos para que los consumidores por medio de esa publicidad 
realicen sus compras. 
 Entre consumidor y consumidor, “consumers to consumers”: cuando estos 
entre sí se ofertan productos directamente realizándose así una 
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manifestación del comercio electrónico, un ejemplo de ello se ve a través de 
la página de facebook que entre los amigos se venden ciertos productos y 
servicios. 
 Entre consumidor y administración, “consumers to administrations”: esta 
relación se lleva a cabo para que los consumidores puedan pagar sus 
correspondientes tributos e impuestos en línea. 
 Entre empresa y administración, “business to administrations”: esta relación 
se da porque la administración es la encargada de regular este nuevo 
medio y por tanto tiene que estar pendientes de las empresas y que 
cumplan los requisitos para poder constituirse y así poder brindarle 
seguridad jurídica a los consumidores. 
 
7. Régimen jurídico nicaragüense en la materia 
Ahora que ya conocemos una breve reseña histórica sobre comercio electrónico y 
toda su trascendencia, debemos evidenciar los aspectos jurídicos relevantes. En 
tal sentido, de entrada podemos decir que en nuestro país carecemos de un 
régimen general regulador de la materia.  
Sin embargo, en nuestro país, en un primer momento, se aprobó la Ley 729, de 
Firma Electrónica, cuyo objeto, de conformidad al artículo 1 de la norma, es 
“otorgar y reconocer eficacia y valor jurídico a la firma electrónica y a los 
certificados digitales y a toda información inteligible en formato electrónico, 
independientemente de su soporte material, atribuible a personas naturales o 
jurídicas, públicas o privadas, así como regular todo lo relativo a los proveedores 
de servicios de certificación”. 
Adicionalmente, durante este año 2012, se aprobó la Ley 787, de Protección de 
Datos Personales, cuyo objeto es “la protección de la persona natural o jurídica 
frente al tratamiento, automatizado o no, de sus datos personales en ficheros de 
datos públicos y privados, a efecto de garantizar el derecho a la privacidad 
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personal y familiar y el derecho a la autodeterminación informativa” (artículo 1 de 
la Ley 787). 
Con todo, como ya dijimos, se echa en falta la pronta aprobación del anteproyecto 
de Ley de Comercio Electrónico, el cual si bien tiene varios años, a la fecha está a 
la espera de ser debidamente sancionado. Nos parece que es apremiante su 
aprobación, en tanto dicha norma vendrá a crear el marco general de referencia 
para dotar de plena legitimidad al aludido instituto. 
En esta línea, no hay que perder de vista que las maravillosas e innumerables 
ventajas que nos brinda esta grandiosa herramienta no disminuyen las 
contrariedades y vulneraciones que se han generado; las violaciones e 
infracciones en este ámbito se han visto incrementadas conforme se extiende el 
uso de Internet; a su vez el derecho exclusivo de transformación se ha visto 
afectado, es por esto que la regulación jurídica resulta insuficiente ante su 
constante evolución y desarrollo, y se propone que no bastan soluciones jurídicas 
para la debida protección, se necesita tomar en cuenta soluciones tecnológicas, es 
decir crear un doble nivel de protección. 
Cabe destacar que se han creado otras medidas para procurar la seguridad, es 
así como se han creado sistemas, tales como: firma electrónica, encriptación y 
certificado de calidad.  
Según Sosa Flores, M. et al “estos sistemas brindan confidencialidad, integridad y 
autenticidad”. De igual manera él explica que: 
Con la encriptación la información transferida solo es accesible por las 
partes que intervienen (comprador, vendedor y sus bancos). La Firma 
digital, evita que la transacción sea alterada por terceras personas sin 
saberlos. El certificado digital, que es emitido por un tercero, garantiza 
la identidad de las partes (pág. 32) 
“El motivo por el cual ese tipo de comercio no se ha desarrollado en el país —dijo 
Porta— es que se carece de un marco legal regulatorio que proteja al consumidor 
y al vendedor” (Canales Ewest, 2012). 
42 
 
No debemos dejar a un lado la reglas básicas para llevarse a cabo el comercio, 
siendo éste por medio de un contrato, un negocio jurídico, que ya se encuentra 
regulado en nuestro Código Civil. Tomando en cuenta las bases del comercio 
electrónico, vemos que ciertos aspectos tienen su protección, pero esto no quita la 
urgencia de tener una legislación especializada. 
Tenemos materializado el comercio tradicional que está reflejado en el Código de 
Comercio de la República de Nicaragua, que sirve de base para poder realizar la 
legislación de comercio electrónico, ya que menciona aspectos importantes como 
proveedor, empresa y consumidor, pero para empezar el análisis de nuestro 
régimen jurídico, empezaremos con nuestra norma suprema, La Constitución. 
7.1. El Comercio Electrónico en la Constitución Política de la República de 
Nicaragua 
Nuestra carta magna contiene todo un capítulo relacionado a la economía 
nacional, promoviendo así el desarrollo del país, pero a nuestro parecer, y 
tomando en cuenta el tema que estamos abordando, estos artículos se quedan en 
meras palabras como en muchas ocasiones sucede en nuestra realidad, dejando 
por fuera la práctica de las misma. 
En el Art. 98 Cn., en su primera línea, se establece que: “La función principal del 
Estado en la economía es desarrollar materialmente al país; suprimir el atraso…”, 
es así como podemos constatar que desde nuestra norma suprema se establece 
que es responsabilidad del Estado velar por el desarrollo de nuestro país, no 
obstante se ha visto opacado por sin número de situaciones que nos afectan, ya 
que caemos en una contradicción entre la norma que intenta suprimir el atraso y 
nuestra realidad, ya que el atraso resulta ser más que evidente, incluso hasta 
frustrante.  
Además, en el art. 99 Cn. de la Carta Magna se prevé que: “El Estado es 
responsable de promover el desarrollo integral del país, y como gestor del bien 
común deberá garantizar los intereses y las necesidades particulares sociales, 
sectoriales y regionales de la nación…”. Con respecto a este artículo sólo se 
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corrobora lo que con anterioridad mencionábamos, y cuando se habla de 
desarrollo integral, naturalmente, se incluye el aspecto económico. 
7.2. Anteproyecto de Ley de Comercio Electrónico 
Lamentablemente nuestra legislación aún no cuenta con una ley que regule y 
proteja lo que actualmente se ha desarrollado alrededor del mundo, y a medida 
que pasa el tiempo las empresas lo emplean con mayor frecuencia, como lo es el 
comercio electrónico, pero en vista de la necesidad de una regulación, se presentó 
un Anteproyecto de Ley de Comercio Electrónico. 
Dicho Anteproyecto fue elaborado en junio de 2006 por el Consejo Nicaragüense 
de Ciencias y Tecnología (CONICYT), y actualmente se encuentra en el Ministerio 
de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC) con la finalidad de ser analizada para 
poder ser enviada a los legisladores y que éstos se pronuncien respecto de esta 
norma, que es importante para nuestro desarrollo económico.  
En este Anteproyecto se incluyen conceptos que a nuestro parecer resultan 
fundamentales hoy en día, ya que la poca o la falta de definición de ellos abre 
paso a lagunas e inseguridad jurídica que impide un buen desarrollo del comercio 
electrónico, tanto dentro de nuestro país así como internacionalmente hablando. 
Además del concepto de “Comercio Electrónico”, que con anterioridad 
mencionábamos, se plantean otros conceptos como: Iniciador, Intermediario y 
destinatario, que hacen referencia a los sujetos implicados en las transacciones. 
Así, se define Iniciador en el artículo 3, inciso g: “como toda persona que a tenor 
del mensaje, haya actuado por su cuenta o en cuyo nombre se haya actuado para 
enviar o generar ese mensaje antes de ser archivado, si este es el caso, pero que 
no haya actuado a título de intermediario con respecto a él”.  
De igual manera, se define destinatario en el artículo 3, inciso i como: “toda 
persona designada por el iniciador para recibir el mensaje, pero que no esté 
actuando a título de intermediario con respecto a él”. No se puede dejar a un lado 
al Intermediario, que no siempre se encuentra presente en estas transacciones, 
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pero su presencia no puede ser ignorada en algunas circunstancias, es por eso 
que se define en este mismo artículo en el inciso h como: “toda persona que, 
actuando por cuenta de otra, envíe, reciba o archive dicho mensaje o preste algún 
otro servicio con respecto a él”. 
Otro de los conceptos que resultan muy importantes son los mensajes de datos, a 
través de los cuales se da un intercambio de información, es decir, el EDI y según 
el anteproyecto: EDI es la transmisión electrónica de información o datos de una 
computadora a otra. 
Según Neilson, J. el EDI es (2009): 
Es un conjunto de procedimientos y normas que permiten la 
comercialización, control y registro de las actividades (transacciones) 
electrónicas. Es el intercambio electrónico de datos y documentos de 
computador a computador, en un formato estándar universalmente 
aceptado, que se realiza entre una empresa y sus Asociados Comerciales 
(pág. 7).  
El Anteproyecto de Ley tiene como objeto regular el comercio electrónico 
celebrado entre personas naturales o jurídicas llevado a cabo por medios 
electrónicos (art. 1). 
Una vez celebrado el contrato, para que tenga validez se necesita que la oferta y 
aceptación sean expresadas por medio de un mensaje de datos, salvo que las 
partes acuerden lo contrario (art. 11). Así mismo, se necesita que las partes 
manifiesten explícitamente que el mensaje ha llegado a su destino, de lo contrario 
no será necesario el mensaje de recibido si entre las partes se acuerda.  
Un aspecto importante a tomarse en cuenta dentro de la contratación electrónica, 
es la jurisdicción que se encarga de resolver cualquier controversia que se 
produzca y de no estipularse en el contrato se sujetaran a lo establecido en el 
Código Civil de la República de Nicaragua (art. 22).  
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Este Anteproyecto menciona en su art. 6 lo atinente a la propiedad intelectual, 
cabe mencionar que esta materia no se puede dejar a un lado porque el comercio 
electrónico debe sujetarse a las disposiciones legales relativas a la propiedad 
intelectual para su protección jurídica, especialmente lo relativo a los Derechos de 
Autor y Derechos Conexos que se encuentran ahora en este nuevo mercado. 
“José Luis Norori, del CONYCIT y uno de los autores del anteproyecto de ley 
sobre comercio electrónico, dijo que este tipo de negocios ha tenido mucho auge 
en los últimos años, pero presentan algunas debilidades” (Alvarez, 2006). 
7.3. Ley de Firma Electrónica 
En el año 2010, fue aprobada la Ley de Firma Electrónica que resulta ser un gran 
avance en esta materia y refleja los esfuerzos por protegerla. 
Vemos que dentro del comercio tradicional la firma resulta ser la manifestación o 
exteriorización de la aceptación de un contrato, es por esto que se crea lo que 
conocemos como Firma Electrónica, que en el art. 3 de la norma se define como: 
“datos electrónicos integrados en un mensaje de datos o lógicamente asociados a 
otros datos electrónicos, que puedan ser utilizados para identificar al titular en 
relación con el mensaje de datos e indicar que el titular aprueba la información 
contenida en el mensaje de datos”.  
Así mismo, se define Firma Electrónica Certificada: “la que permite identificar al 
titular y ha sido creada por medios que este mantiene bajo su exclusivo control, de 
manera que vincula al mismo y a los datos a los que se refiere, permite que sea 
detectable cualquier modificación ulterior a estos”. 
Otros de los conceptos que se plantean en el art. 3 es el de: Certificado de firma 
electrónica: “Es el documento electrónico firmado electrónicamente cuyos datos 
son vinculados a su titular, y su suministro por un proveedor de servicios de 
certificación”; y Documento Electrónico: “Toda información generada, transferida, 
comunicada o archivada, por medios electrónicos, ópticos u otros análogos”. A su 
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vez, se presenta el concepto de Mensaje de Datos, que de igual manera se 
establece en el Anteproyecto de Ley de Comercio Electrónico. 
Entre los sujetos que se señalan tenemos el Certificador, quien es: “la entidad 
proveedora de servicios de certificación de firma electrónica”; el Titular que: “es la 
persona que posee los datos de creación de la firma y que actúa en nombre propio 
o de la persona que representa”; y el Proveedor: “Entidades que otorgan, 
registran, mantienen y publican los certificados de firma electrónica…”. 
Luego, en el art. 5, se expresan los requisitos para que la firma electrónica 
certificada tenga validez: 1) que los datos correspondan al titular; 2) que el 
certificado que sirve de base haya sido expedido por un proveedor acreditado; 3) 
Cuando el dispositivo seguro de creación de firma provenga de un proveedor de 
servicios de certificación acreditado.  
Según esta norma, en su art. 6, la firma electrónica tiene la misma validez jurídica 
que la firma manuscrita, y será admisible como medio probatorio en un proceso 
judicial o administrativo, por lo que se enfatiza tanto la protección del desarrollo 
como la validez del mismo. 
De igual manera, la norma regula la extinción de la firma electrónica, en el art. 7, 
de forma que se producirá por: 1) La solicitud de su titular; 2) Por fallecimiento o 
incapacidad definitiva; 3) Por cese de la actividad del proveedor; 4) Por disolución 
o liquidación de la persona jurídica; 5) Por causa judicial. 
En el capítulo II, relativo al certificado de firma electrónica, se presentan en el art. 
8 los requisitos de validez. En el capítulo III se establece lo atinente al uso de la 
Firma Electrónica en el Estado. En el capítulo IV, se define, en el art. 15, que la 
entidad Rectora será la Dirección General de Tecnología (DGTEC). 
En el capítulo V, relativo a los proveedores de servicios de  certificación, art. 20, se 
nos presentan los requisitos para ser proveedor de servicios de certificación. De 
igual manera se presentan, en el art. 21, las obligaciones de los mismos, entre 
ellos: Garantizar la utilización de un servicio expedito. En el art. 22 tenemos las 
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responsabilidades. En el capítulo VI, acreditación de proveedores de servicios de 
certificación, se plantea en el art. 27 un procedimiento para que se lleve a cabo la 
acreditación, que se iniciará por medio de una solicitud presentada en la DGTEC. 
En el capítulo VII se plantean tanto los derechos como obligaciones que los 
titulares poseen. Entre los derechos tenemos, en el art. 29: derecho a ser 
informados de todo lo relacionado con la creación y verificación de la firma 
electrónica, a la confidencialidad, derecho a ser informado de los costos, a ser 
indemnizado. Entre las obligaciones, en el art. 30, se encuentran: 1) Brindar datos 
exactos y completos, 2) Cuidar de manera responsable el mecanismo de 
seguridad para el funcionamiento del sistema, 3) Actualizar sus datos o 
cancelarlos. 
Luego, en el cap. VIII se presentan las infracciones y sanciones que según el art. 
31 se clasifican en leves (art. 32) y graves (art. 33). De igual manera se presentan 
sanciones  administrativas (art. 35) entre las cuales tenemos: amonestaciones, 
multas, suspensiones temporales y cancelación de la autorización. 
Esta Ley cuenta con un Reglamento, Decreto número 57-2011, que fue aprobado 
el 24 de octubre de 2011, y publicado en la Gaceta, Diario Oficial número 211, del 
8 de noviembre de 2011.  
En nuestra opinión, esta regulación sólo es el inicio de un largo trayecto en 
nuestra legislación jurídica. Es por esto que se necesita que se complementen con 
otras normas que garanticen un adecuado funcionamiento del comercio 
electrónico.  
7.4. Ley de Protección de Datos Personales 
Esta ley, como su nombre lo indica, viene a otorgar la debida protección de los 
datos personales que el usuario agrega para poder llevar a cabo cualquier negocio 
jurídico, de esta manera es como el comercio electrónico se ha ido expandiendo y, 
por tanto, se deben crear ciertas limitaciones en esta materia y así poder brindar la 
seguridad jurídica a los titulares de los datos que los introducen en cualquier 
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página web, de modo que se puedan garantizar los derechos individuales y, a su 
vez, permitir que sean bloqueados los datos cuando éstos ya han cumplido la 
función para los cuales han sido recabados. 
Para una mayor comprensión y análisis, la ley en su artículo 3, nos brinda una 
gama de definiciones, entre ellas: 
 Autodeterminación informativa: es el derecho que poseen los titulares de 
los datos de saber a quiénes, con qué fines y circunstancias toman sus 
datos personales. 
 Consentimiento del titular: se necesita de la manifestación de voluntad, 
específica e informada del titular de los datos que consienta o permita el 
tratamiento de sus datos personales. 
 Datos personales: es toda la información necesaria que pueda identificar a 
una persona natural o jurídica. 
 Ficheros de datos: “son los archivos, registros, bases o bancos de datos, 
públicos y privados, que contienen de manera organizada los datos 
personales, automatizados o no”. 
 Fuentes de acceso público: son aquellos ficheros que pueden ser 
consultados por cualquier persona por una contraprestación pecuniaria. 
Debemos mencionar que, el artículo 4, establece la creación de los ficheros de los 
datos personales, requiriendo que se encuentren autorizados y registrados, 
mediante consentimiento del autor para que sean considerados lícitos. 
En el artículo 8 se disponen las categorías de los datos personales que poseen la 
información correspondiente para la identificación de las personas, siendo éstos: 
los datos personales sensibles (son obtenidos por el consentimiento del titular de 
datos o por mandato judicial), los datos personales relativos a la salud (son los 
relativos a la salud de los pacientes que acudan a los centros o que hubieren 
estado bajo tratamiento), los datos personales informáticos (son los datos tratados 
a través de medios electrónicos) y los datos personales comerciales (son los datos 
sensibles de las empresas). 
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Los responsables de los ficheros de datos tienen la obligación, según artículo 7, 
de informar al titular de los datos para qué fines fueron obtenidos éstos, de forma 
expresa y clara. Siendo algunas: la finalidad para la que fueron utilizados y la 
existencia del fichero, la identidad y domicilio del responsable, entro otros; así 
mismo el artículo 11 nos expresa que el responsable del fichero de datos debe 
tomar las medidas necesarias para garantizar la integridad, confidencialidad y 
seguridad de los datos personales, a su vez están obligados al secreto 
profesional, la cual existirá aunque haya finalizado su relación. 
En vista de lo que antecede traemos a colación que el titular de los datos tiene el 
derecho al olvido digital, es decir que éste puede solicitar que se supriman y 
cancelen los datos personales una vez terminada la relación contractual (art. 8). Al 
igual, el capítulo III de esta ley nos contempla una serie de derechos que posee el 
titular de los datos, siendo uno de los más importantes el derecho a solicitarle 
información, a la Dirección de protección de Datos Personales, relativa a la 
existencia de ficheros de datos personales, sus finalidades y la identidad de sus 
responsables, así mismo, se pueden modificar los datos ya registrados.  
Se prohíben la cesión y transferencias de datos entre países y organismos 
internacionales que no proporcionen niveles de seguridad adecuada, siendo una 
de las excepciones los casos de colaboración judicial, intercambio de datos 
personales en materia de salud, entre otras (art. 14). 
El capítulo V hace referencia a la Dirección de Protección de Datos Personales, 
debiendo ser creada y encontrarse adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, la cual debe contar con un Director designado por la máxima autoridad 
administrativa, y que tiene por objeto el control, supervisión y protección de 
tratamiento de los datos personales contenidos en ficheros de datos de naturaleza 
pública y privada. 
El artículo 31 dispone que la Dirección debe tener un personal calificado que 
realice la función de inspectoría, siendo una de las obligaciones de las personas 
permitir el acceso a sus ficheros de datos en presencia de los inspectores 
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debidamente acreditados y con autorización judicial competente, una vez 
finalizada y elaborada el acta de inspección, el inspector debe realizar en el 
transcurso del proceso la comprobación de infracciones, y si existiesen deberá 
tomar las medidas preventivas necesarias y comunicarlo de inmediato. 
El capítulo VI de esta ley nos expone las infracciones y sanciones en que pueden 
incurrir los responsables de los ficheros de los datos personales, pudiendo ser 
leves o graves, de tal modo que también existen las sanciones administrativas, 
civiles y penales.    
7.5. El Comercio Electrónico en el Código Penal 
Con anterioridad hemos destacado y reafirmado una postura que nos parece la 
más adecuada, la que implica mejorar la legislación en este ámbito por medio de 
una Ley, que según vemos todavía se presenta como un anhelo, como un 
anteproyecto y esperemos que no esté muy lejos de ser promulgada. No obstante 
queremos destacar que cuando hablamos del código penal, nos referimos al 
Derecho Penal, que se encarga de proteger los bienes jurídicos que son 
importantes en nuestra sociedad. 
Hemos mencionado que para que el Comercio Electrónico pueda llevarse a cabo 
se necesita del Internet, la herramienta que ha dado paso a una gran evolución, 
pero, al ser algo intangible se pudiese creer que no tienen trascendencia ciertas 
violaciones. Continuar creyendo eso sería cometer un gravísimo error, ya que, las 
consecuencias perjudiciales son tan reales y tangibles que muchas veces no 
podemos calcular la magnitud del daño. 
Es por esto que consideramos que la mejora de la norma penal resulta ser tan 
necesaria como la aprobación del Anteproyecto o por lo menos la fijación o 
materialización de conductas típicas y su correspondiente sanción. 
En vista que ya poseemos un Código penal de más o menos reciente aprobación,  
y muy sólido en otros ámbitos del derecho, debemos recalcar que carece de un 
acápite que contemple delitos en materia de comercio electrónico, de forma tal 
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que esto redunde en darle mayor seguridad jurídica a las personas que realizan 
este tipo de transacciones, y así poder brindarle una verdadera validez y eficacia a 
este tipo de contratos que se llevan a cabo por las partes. 
La contratación electrónica se caracteriza por la existencia de importantes riesgos 
en el aspecto de seguridad de las transacciones que se realizan entre las partes, 
por lo tanto se requiere de la clara tipificación penal que sancionen actos ilícitos. 
Por otro lado, nosotras proponemos que el legislador debe de tomar en cuenta los 
avances que en la materia se han presentado en el Derecho Comparado para 
poder redactar estas disposiciones legales que ayuden a mejorar nuestro sistema 
en cuanto a la protección jurídica, al igual que se necesita que se apruebe la Ley 
de Comercio Electrónico para que las empresas puedan utilizar de mejor forma 
esta herramienta y así ayudar en el desarrollo del país. 
Para construir la tipificación de un delito vemos que tiene que existir un bien 
jurídico que se encuentre en peligro, y al constatar que algunos bienes como son 
la libertad, la seguridad, entre otros, se encuentran desprotegidos en el ámbito del 
comercio electrónico, la necesidad de penalizar su abuso es primordial.  
Algunos de los países que ya tienen regulaciones en la materia son Colombia, 
Argentina, Venezuela, entre otros, que incluyen tipificaciones específicas. Es así 
como, a manera de ejemplo, la legislación Venezolana tiene una Ley especial 
contra delitos informáticos, aprobada el 4 de septiembre del año 2001; en ésta se 
destacan algunos delitos como la Estafa que están vigentes en nuestro Código 
Penal actual y se define en el art. 229: “Quien con el propósito de obtener un 
provecho ilícito para sí o para un tercero, mediante ardid o engaño, induzca o 
mantenga en error a otra persona para que realice una disposición total o parcial 
sobre el patrimonio propio o ajeno…”. Así mismo se destacan otros como acceso 








Tendencias normativas en materia de protección de los Derechos de Autor y 
Derechos Conexos en el ámbito del Comercio Electrónico. 
En el transcurso de los años hemos visto como las creaciones intelectuales de los 
seres humanos han favorecido nuestro desarrollo, por lo que su importancia se ha 
visto incrementada.  
De igual manera, las controversias han ido en ascenso, en especial en esta 
materia, debido a su novedad. Lo que no cambia con el paso de los tiempos es la 
actitud poco moral e interesada de muchos seres humanos, que con tal de obtener 
algún lucro pasan por encima de los demás. De hecho, se ha abierto una nueva 
posibilidad para que los delitos incrementen, en especial por tener el Internet tan 
accesible, generándose, a su vez, la transgresión de derechos a los que hasta 
hace pocos años no se les daba la importancia que merecían, como lo son los 
derechos de autor y derechos conexos. 
Y es que muy pocos se dan la tarea de pasar horas haciendo magia al compás de 
las palabras, de los dibujos, etc., pero si hay muchos que pasan minutos buscando 
la manera de cómo obtener ventajas de un fruto ajeno. 
La protección a la vida siempre abarcará el eslabón principal en esta cadena, pero 
la protección a las obras del intelecto resulta ser fundamental, principalmente por 
su característica de intangibilidad que luego se llegan a exteriorizar a través de 
distintos medios. Aquí se generan muchas dudas, entre ellas: ¿cómo proteger algo 
que no se puede tocar?, como lo son las ideas.  
Nuestra regulación Jurídica no se queda corta en este aspecto, las ideas no 
necesitan de esa materialización para gozar de protección, es por esto que 




En vista de los innumerables cambios que caracterizan a la sociedad actual, en 
estos tiempos se necesitan medidas extremas para crear impacto y producir 
cambios. Si nos aferramos a la frase, “El respeto al derecho ajeno es la paz”, de 
Benito Juárez, muchas guerras no se hubiesen ocasionado y, principalmente, no 
hubiésemos llegado a tan altos costos, de tal suerte que, en nuestra opinión, se 
necesita de una restricción total con penalización, para poder respetar lo que no 
nos pertenece. 
En el presente estudio, una vez que ya hemos abordado la regulación jurídica 
interna de nuestro país, ahora ahondaremos un poco sobre los tratados a los que 
Nicaragua está adherida con el ánimo de dotar de seguridad jurídica a los titulares 
de estos derechos; así mismo, nos referiremos a las recientes opciones 
normativas que se han generado en el ámbito del Derecho Comparado, en 
particular: la Ley Sinde y la Ley Sopa. 
1. Tratados en materia de Internet: tendencias a la protección de los 
Derechos de Autor y Derechos Conexos 
Siendo el Internet el medio que permite el comercio electrónico, es importante 
abordar los tratados que se han producido en función a éste, y al mismo tiempo 
debemos tomar en cuenta la gran necesidad de proteger los derechos de autores 
y derechos conexos en el entorno digital. 
En vista que las nuevas tecnologías generaron la necesidad de tomar ciertas 
medidas para la distribución, reproducción y el uso de la información en el entorno 
digital (ya que como hemos manifestado su protección resultaba compleja); y en 
vista de la necesaria regulación, la OMPI creó los Tratados de Internet, 
estableciéndose el 20 de diciembre de 1996, en Ginebra, Suiza, el Tratado WIPO 
de Derechos de Autor (conocido con las siglas WCT), de igual manera se 
estableció el Tratado WIPO de Interpretaciones y Fonogramas (conocido como 
WPPT). Ambos fueron ratificados bajo el Decreto No. 59-2002, aprobado el 17 de 




No podemos dejar de mencionar que ambos tratados son un complemento del 
Convenio de Berna y de la Convención de Roma, y es por ello que daremos una 
breve reseña de éstos. 
El Convenio de Berna fue elaborado con la finalidad de que todos los países 
adheridos se encarguen de velar por la protección de los derechos de autor sobre 
sus obras literarias y artísticas, así mismo, comprenden todos los términos que 
abarcan las obras literarias y artísticas tales como, las producciones en el campo 
literario, científico y artístico cualquiera que sea su modo o forma de expresión 
(art. 2). 
Todos los autores nacionales y no nacionales estarán protegidos, en razón del 
Convenio, por sus obras publicadas o no, al igual que gozan de los derechos que 
las leyes conceden a los nacionales en la actualidad, y en nuestro caso todo los 
derechos que garantiza a los autores nuestra Ley de Derecho de Autor y Derechos 
Conexos que se encuentra vigente en el país, siendo uno de ellos, y quizás el más 
importante, el derecho exclusivo de explotación patrimonial. 
No podemos obviar que este convenio le faculta al autor la posibilidad de restringir 
sus obras a los países que no pertenecen a la unión, cuando éstos no dan la 
protección suficiente a dichas obras, brindándole así una mayor eficacia con 
respecto a la medidas que debe tomar en cuenta cada país para salvaguardar los 
derechos de autor. 
Ahora bien, trataremos de ahondar un poco sobre el contenido de la Convención 
de Roma, en especial lo relativo a la protección de los artistas intérpretes o 
ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión, y 
es que su función es asegurar la protección debida a los derechos de autor sobre 
las obras literarias y artísticas. 
El artículo 2 refiere que el Estado contratante gozará del mismo trato que los 
nacionales en cuanto a la protección de los artistas, intérpretes o ejecutantes, a 
los productores de fonogramas o a los organismos de radiodifusión que fijen por 
primera vez o lo radiodifundan en su territorio.  
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Esta convención dota de un mínimo de protección a los artistas, intérpretes o 
ejecutantes al facultar a éstos de poder impedir que la radiodifusión y la 
comunicación al público sobre sus interpretaciones o ejecuciones se dé sin su 
consentimiento, correspondiendo así a la legislación nacional del Estado 
contratante regular la protección contra la retransmisión, la fijación para la difusión 
y la reproducción de esa fijación para la difusión, cuando el artista o ejecutante 
haya autorizado la difusión (art. 7). Así mismo, los organismos de radiodifusión 
gozan de un mínimo de protección al autorizar o prohibir la retransmisión de sus 
emisiones así como, la fijación y la reproducción (art. 13). 
Referente a los productores de fonogramas, éstos gozan del derecho de autorizar 
o prohibir la reproducción directa o indirecta de sus fonogramas (art. 10). 
En cuanto a las controversias que puedan originarse sobre la interpretación o 
aplicación de esta Convención entre los Estados contratantes, que no se puedan 
resolver por vía de negociación, éstas serán sometidas, a petición de una de las 
partes, a la Corte Internacional de Justicia con el fin de resolverlas (art. 30). 
Con estos tratados, dejamos entrever que a medida que van surgiendo nuevas 
invenciones y creaciones, universalmente, nos encargamos y nos obligamos a 
proteger estos derechos en conjunto, para evitar cualquier daño y así tener mayor 
seguridad, en tanto cualquier Estado contratante resguardará nuestros derechos.  
Una vez mencionado ambos tratados y centrándonos en las dos grandes materias 
que exponemos en los dos primeros capítulos, tenemos un acuerdo que viene a 
reunir no sólo estas áreas sino a dos organizaciones como lo son Organización 
Mundial del Comercio (OMC) y la OMPI. 
Este acuerdo es conocido como Acuerdo sobre Aspectos de los Derechos de 
Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC), el cual entró en vigor 
el 1 de enero de 1995, y es considerado como el acuerdo multilateral más 
completo en lo que se refiere a Propiedad Intelectual. 
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Dicho acuerdo no se desliga de las normas que lo anteceden, en este caso los 
convenios de Paris, Berna y la Convención de Roma. Dividiéndose en 7 partes: 
Parte I: Disposiciones generales y principios básicos, que básicamente incorpora 
los principios fundamentales de los convenios que mencionamos con anterioridad; 
Parte II: Normas relativas a la existencia, alcance y ejercicio de los derechos de 
propiedad intelectual, entre los artículos queremos destacar se encuentra el 
número 11, el que nos habla del Derecho de arrendamiento, el cual permite a los 
autores o derechohabientes autorizar o prohibir el arrendamiento comercial al 
público en general; Parte III: Observancia de los derechos de propiedad 
intelectual, acá se presenta todo un procedimiento a seguir para procurar la 
protección de los derechos de propiedad intelectual que se presenta en este 
acuerdo. Así mismo, se presentan medidas provisionales y procedimientos 
penales; Parte IV: Adquisición y mantenimiento de los derechos; Parte V: 
Prevención y solución de diferencias;  Parte VI: Disposiciones transitorias; y Parte 
VII: Disposiciones institucionales, disposiciones finales. 
Una vez abordado los convenios y el acuerdo que antecede, expondremos un 
poco acerca de lo que la OMPI manifiesta y lo que los Tratados sobre Derechos 
de Autor y sobre Artistas, Intérpretes y Ejecutantes expresan. 
Segú los Tratados de la OMPI sobre Internet: 
El derecho de autor y los derechos conexos están previstos en las 
legislaciones nacionales de los distintos países. Los tratados 
internacionales crean vínculos entre las diversas legislaciones nacionales, 
asegurando que cada legislación nacional otorgará al menos algunos 
derechos mínimos a los creadores. Los tratados no confieren derechos por 
sí solos sino que exigen a los países partes que concedan ciertos derechos 
especificados en forma no discriminatoria. 
Según la OMPI, ambos tratados tienen el propósito de mejorar y actualizar la 
protección de tratados de Derecho de Autor y Derechos Conexos ya existentes. A 
su vez, López Guzmán & Estrada Corona consideran que se pretende: 
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Introducir nuevas reglas internacionales para dar soluciones adecuadas en 
los aspectos económico, social y cultural, así como en el desarrollo de 
tecnologías; reconocer el profundo impacto que tiene la convergencia entre 
la información y las nuevas tecnologías, en la producción y el uso de 
interpretaciones y fonogramas, y reconocer la necesidad de un equilibrio 
entre los derechos de los intérpretes y los productores de fonogramas y el 
interés público, en particular la educación, la investigación y el acceso a la 
información. 
“Estos tratados representan juntos un importante acontecimiento en la 
modernización del sistema internacional de derecho de autor y derechos conexos, 
pues han hecho pasar el sistema a la era digital” (Los Tratados de la OMPI sobre 
Internet).  
1.1 Tratado de la OMPI sobre Derechos de Autor (WCT) 
El WCT protege las obras literarias y artísticas, entre ellas tenemos: los libros, la 
música, la fotografía, la pintura, las películas cinematográficas, etc. Así mismo, 
abarca: los derechos relacionados al almacenamiento y a la transmisión de obras 
por medio de entornos digitales; las limitaciones y excepciones que se 
implementan a dichos derechos en sistemas digitales, y medidas tecnológicas de 
protección, entre otros aspectos.  
En el art. 2 se expresa que: “la protección del derecho de autor abarcará las 
expresiones pero no las ideas, procedimientos, métodos de operación o conceptos 
matemáticos en sí”. Con esto se entiende que lo que el Derecho de Autor 
protegerá son las manifestaciones de esas ideas, la materialización, no la idea 
efímera como tal. 
De igual manera se extiende la protección hacia los programas de ordenador, los 
cuales se consideraran como obras literarias, según el art. 4. 
Además se plantean algunos derechos que le pertenecerán únicamente al autor 
de la obra, tales como: Distribución, el que permitirá a los autores gozar del 
derecho exclusivo para permitir que el público pueda tener acceso a su obra, y a 
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su vez, autorizar los ejemplares que él desee divulgar mediante cualquier forma de 
distribución. Por otro lado, tenemos el Derecho de Alquiler, de forma que,  según 
el art. 7, los autores de programas de ordenador, obras cinematográficas y obras 
incorporadas en fonogramas, podrán autorizar el alquiler comercial al público, ya 
sea de la obra original o de sus ejemplares. Y el Derecho de Comunicación al 
Publico, esto implica que el autor será quien tenga la facultad de autorizar sobre 
sus obras, cualquier tipo de comunicación al público en general.  
A pesar de la exclusividad que tienen los autores sobre sus obras y los derechos 
que se les establecen por medio de estos tratados, también se les presentan 
limitaciones y excepciones, las que serán establecidas conforme a su legislación 
nacional, según sea el caso.  
De igual manera las partes contratantes podrán, según la Oficina Internacional de 
la OMPI: “aplicar y ampliar debidamente las limitaciones y excepciones al entorno 
digital, en sus legislaciones nacionales, tal como las hayan considerado 
aceptables en virtud del Convenio de Berna”.  
Por último, vale la pena destacar que en este tratado se manifiesta la existencia de 
una asamblea, que estará compuesta por un representante o delegado de cada 
Parte Contratante, el cual podrá ser asistido por un suplente, asesores y expertos. 
1.2 Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas 
(WPPT) 
Desde el artículo 1 se deja en claro que la Convención de Roma es la que se toma 
como referencia, y este Tratado debe coexistir en armonía, por lo que no debe 
contradecirse con dicha Convención.  
En su artículo 2 tenemos un sin número de conceptos, entre ellos están: artistas 
intérpretes o ejecutantes, fonogramas, fijación, productor de fonogramas, 
publicación, radio difusión y comunicación al público; todos ellos presentes en 
nuestra ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos. 
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Este tratado establece que los artistas o ejecutantes o productores de fonogramas 
recibirán la debida protección, ya sea que estos sean nacionales de partes 
contratantes o ya sea que la parte contratante a la que pertenezcan esté adherida 
a la Convención de Roma. 
En el capítulo II se exponen los derechos que los artistas intérpretes o ejecutantes 
poseen, entre ellos están, los derechos morales y los derechos patrimoniales.  
Derechos Morales (artículo 5): derecho a que se le identifique como el artista 
intérprete o ejecutante de sus interpretaciones y derecho a oponerse a cualquier 
deformación mutilación u otra modificación de sus interpretaciones o ejecuciones. 
Dichos derechos se mantendrán después de su muerte hasta la extinción de sus 
derechos patrimoniales, y se regirá por la legislación de la parte contratante en la 
que sea reivindicada la protección. 
Derechos Patrimoniales: Derecho a autorizar la radiodifusión y la comunicación al 
público de sus interpretaciones o ejecuciones no fijadas y la fijación de las mismas 
(artículo 6); de Reproducción (artículo 7) tienen el derecho exclusivo de autorizar 
la reproducción directa o indirecta de sus interpretaciones o ejecuciones; de 
Distribución (artículo 8), el que permitirá a los artistas intérpretes o ejecutantes 
gozar del derecho exclusivo para permitir que el público pueda tener acceso a sus 
interpretaciones o ejecuciones fijadas y a su respectivos ejemplares, mediante 
venta o cualquier forma de transferencia; de Alquiler (artículo 9) permite autorizar 
el alquiler comercial al público, ya sea del original o de un ejemplar de sus 
interpretaciones; a Poner a Disposición (artículo 10), esto permite autorizar la 
puesta a disposición del público sus interpretaciones o ejecuciones fijadas en 
fonogramas. 
En el capítulo III se establecen los derechos de los productores de Fonogramas, 
otro de los sujetos protegidos en este Tratado, básicamente se mantienen los 
mismos derechos que para los artistas intérpretes o ejecutantes, establecidos con 
anterioridad, a excepción del primero: derecho de reproducción (artículo 11); 
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derecho de distribución (artículo 12); derecho de alquiler (artículo 13) y derecho a 
poner a disposición los fonogramas (artículo 14). 
En el capítulo IV se presentan las disposiciones comunes, que abarcan otros 
derechos. 
Se establece en el artículo 17 que la duración de la protección no podrá ser 
inferior a 50 años, estableciendo únicamente un mínimo de tiempo, por lo que 
cada legislación se encargará de establecer el mismo tiempo o puede 
incrementarlo. 
Todos los Estados contratantes tienen la obligación de brindar la protección 
jurídica adecuada y recursos jurídicos efectivos contra la acción de eludir medidas 
tecnológicas efectivas que sean utilizadas por artistas intérpretes o ejecutantes, o 
productores de fonogramas, en relación con el ejercicio de sus derechos, según 
art. 18, y es por ello que Nicaragua, al haberse adherido a estos tratados, necesita 
actualizar su Régimen Jurídico Interno para garantizar la eficacia de dicha 
obligación. Aunque bien podría entenderse que se ha producido una modificación 
tácita de las disposiciones internas preexistentes. 
En el capítulo V se establece la creación de una asamblea, que será la encargada 
de tratar las situaciones referentes al mantenimiento y desarrollo de este Tratado, 
también girará las instrucciones necesarias al Director General de la OMPI. La 
asamblea se reunirá en un periodo ordinario, 1 vez cada 2 años, previamente el 
Director General de la OMPI debe realizar una convocatoria. Se establecerá un 
reglamento en el cual se incluirán las sesiones extraordinarias y los requisitos del 
quórum. 
Hay que destacar que en el artículo 25 se establece que el encargado de realizar 
las funciones administrativas referentes a este tratado, será la Oficina 
Internacional de la OMPI. 
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Siendo un elemento fundamental, cada parte contratante será representada por un 
delegado, éste podrá ser asistido por un suplente, asesores y expertos. Cada 
parte contará con un voto que se realizara en nombre propio. 
Y para que un Estado se considere Parte Contratante debe ser elegido, no 
obstante, los miembros de la OMPI ya cuentan con el calificativo, y pueden ser 
parte del presente Tratado (artículo 26). Una vez elegido como Parte Contratante 
gozarán de todos los derechos, y a su vez asumirán todas las obligaciones que se 
demanden (artículo 27). 
Ambos Tratados están centrados en la protección de los respectivos derechos y, 
básicamente, contienen las mismas disposiciones que abarcan sus 
correspondientes Convenios. Además, estos Tratados a su vez vienen a suplir un 
vacío que ha surgido con el desarrollo de las tecnologías, así como son las redes 
digitales mundiales. 
1.3. Agenda Digital de la OMPI 
La Asamblea General de la OMPI organizó en Ginebra del 14 al 16 de septiembre 
de 1999 la Conferencia Internacional sobre el Comercio Electrónico y Propiedad 
Intelectual, en la cual se presentó el Programa Digital de la OMPI, que hace 
referencia al Comercio Electrónico, la Economía Digital y la Propiedad Intelectual. 
Una vez que fue presentada la propuesta, el comité permanente de cooperación 
para el desarrollo en materia de propiedad intelectual, en ginebra entre el 5 al 8 de 
febrero de 2001, dan lugar a un documento que tiene por título: El Comercio 
Electrónico y la Propiedad Intelectual en los países en desarrollo: Informe de 
situación. 
Primeramente inician abordando el Comercio Electrónico y la Propiedad Intelectual 
en los países en desarrollo, y como punto de partida tienen el Internet, que al 
parecer ha permitido la disminución de las grandes y abismales diferencias entre 
países desarrollados y en vía de desarrollo. 
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Según la OMPI la Agenda Digital: 
Ampliará la participación de los países en desarrollo mediante la utilización 
de WIPO NET y otros medios, para: a) tener acceso a la información en 
materia de propiedad intelectual; b) participar en la formulación de la 
política mundial; y c) aprovechar las oportunidades de utilizar los activos de 
propiedad intelectual en el comercio electrónico. 
Este plan plantea 10 aspectos centrales a tomarse en cuenta, el primero consiste 
en ampliar la participación de países en desarrollo mediante el uso de WIPOnet y 
de esta manera se tendría acceso a la información relacionada a propiedad 
intelectual y aprovechar las oportunidades de utilizar los activos de propiedad 
intelectual en el comercio electrónico.  
Se específica que WIPOnet es el proyecto de red mundial de información, 
presentado en 1998, a través del cual se pretende crear una conexión entre las 
oficinas de propiedad intelectual y la Oficina Internacional, en donde se daría un 
intercambio de datos e información en esta materia. 
Como segundo punto se propone la entrada en vigor de los tratados de Internet de 
la OMPI, el Tratado de la OMPI sobre Derechos de Autor (WCT)  y el Tratado de 
la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas (WPPT).  
Otros de los aspectos abordados tenemos el ajuste del marco jurídico 
internacional para facilitar el comercio electrónico mediante: a) Extensión de los 
principios del WPPT a las interpretaciones o ejecuciones audiovisuales; b) 
Adaptación de los derechos de los organismos de radio difusión a la era digital; c) 
Avance hacia la concertación de un posible instrumento internacional sobre la 
protección de las bases de datos. 
Por otra lado, se plantea la ejecución de las recomendaciones del Informe de la 
OMPI sobre el proceso de Nombres de Dominio; Introducción, desarrollo y 
administración de solicitudes internacionales para el Tratado de Cooperación en 
materia de Patentes; coordinar la formulación de posturas internacionales sobre 
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aspectos que afecten la propiedad intelectual, entre ellos validez de los contratos y 
la jurisdicción; entre otros. 
2. Ley Sinde 
La Ley española que abordaremos en este apartado ha ocasionado una enorme 
disputa entre la comunidad internauta por las restricciones que contempla; para 
muchos ésta constituye una violación a la libertad de expresión en internet, pero, 
para otros, se trata de asegurar más estos derechos que han venido siendo 
vulnerados desde que se comenzó a transmitir información digitalizada; y es por 
ello que nace la Ley Sinde, con la finalidad de que las páginas web tengan el 
permiso por escrito del autor para poder ofrecer o vender las canciones, películas, 
recetas, etc., es decir, que debe haber una previa autorización de parte de éste.  
El 27 de noviembre de 2009, en el anteproyecto de la Ley de Economía Sostenible 
(LES) se introduce por sorpresa una disposición final cuadragésima tercera, que 
ahora es conocida como Ley Sinde, que otorga a una comisión, y sin previa 
autorización judicial, el poder de cerrar páginas web que permitan la descarga no 
autorizada de archivos protegidos por derechos de autor (como música, películas, 
libros o videojuegos) (Cronología de Ley Sinde, 2011). 
El 8 de enero de 2010 realizaron una modificación al texto con la finalidad de 
incluir la previa autorización judicial para poder cerrar un sitio web. El 15 de 
febrero de 2011, el Congreso aprobó la Ley, siendo ésta publicada en el Boletín 
Oficial del Estado (BOE) el 5 de marzo de ese mismo año, pero aún no podía ser 
aplicada sin antes ser debidamente reglamentada.  
El 31 de diciembre del año 2011, fue publicado en el BOE el Real Decreto 
1889/2011, mejor conocido como el reglamento de la Ley Sinde que tiene como 
objetivo regular la Comisión de la propiedad intelectual para acelerar los cierres de 
páginas webs que estén infringiendo estos derechos. 
Cabe destacar que la Ley de Economía Sostenible es un conjunto de leyes que 
luego se desarrollarán para fortalecer la economía del país y abrirle paso a las 
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innovaciones del momento, así como el comercio electrónico, la energía 
ambiental, etc.  
La Ley Sinde tiene como objetivo modificar o reformar tres disposiciones legales 
fundamentales, para la protección de la propiedad intelectual en el ámbito de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico, siendo éstas las siguientes: 
 La Ley de Servicios de la Sociedad de la Información. 
 La Ley de Propiedad Intelectual. 
 Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
Todo ello se da con el propósito de erradicar la piratería, en materia de los 
derechos de autor, que se ha venido produciendo en el internet, a través de los 
sitios webs; y para darle mayor seguridad se debe comenzar a cerrar todas 
aquellas páginas que vulneren o infringen dichos derechos, siempre y cuando 
sean con una previa autorización judicial. 
En tal sentido, el artículo 9, numeral 2, de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo (Ley 29/1998) establece que: “Corresponderá a los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, la autorización a que se 
refiere el artículo 8, numeral 2 de la Ley 34/2002 (se necesita previa autorización 
judicial para identificar al responsable de la conducta vulneradora), así como autorizar la 
ejecución de los actos adoptados por la Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual, para que se interrumpa la prestación de servicios de la 
entidad que opera en el ámbito de la sociedad de la información o para que se 
retiren contenidos que vulneren la propiedad intelectual, en aplicación de la Ley 
34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la información y de 
Comercio Electrónico (mejor conocida como LSSI). 
Podemos definir entonces a la sociedad de la información como el vehículo de 
transmisión e intercambio de información que se da en el ámbito de internet, 
debido a la expansión de telecomunicaciones que se ha venido generando en él, 
todo ello en base a la Ley de la Sociedad de la Información. 
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De tal manera, La ley Sinde introduce un nuevo artículo a la Ley 29/1998, 
indicando el procedimiento que debe seguirse para obtener la autorización judicial, 
por lo que se debe iniciar una solicitud exponiendo las razones que justifiquen la 
petición acompañada de los documentos que sean procedentes ante los órganos 
competentes, una vez recibido, el juzgado tiene el plazo de 24 horas y, previa 
audiencia del Ministerio Fiscal, dictar una resolución en donde se autoriza la 
solicitud efectuada o se negará por no demostrar que la prestación de servicios de 
la sociedad de la información vulnera los derechos de la propiedad intelectual. 
Tal como podemos observar, la LSSI tiene como objetivo incorporar al servicio de 
la sociedad de la información el comercio electrónico en el mercado interior; así 
mismo, regula el régimen jurídico de los servicios de la sociedad de la información 
y de la contratación por vía electrónica y, por ende, se deberán adoptar las 
medidas necesarias para que se interrumpa su prestación o para retirar los datos 
que vulneren los principios que expresa el artículo 8 de esta Ley, siendo el más 
importante, para los efectos de este estudio la salvaguarda de los derechos de 
propiedad intelectual. 
No podemos dejar atrás el Texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, al 
ser ésta una norma de mayor relevancia para la protección y regulación de estos 
derechos que son tan vulnerados por la sociedad cibernauta, además de que fue 
introducida una disposición adicional quinta para darle mayor seguridad, por tanto, 
uno de sus deberes es velar por la salvaguarda de estos derechos, y gracias a la 
atribución que se le otorga al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, a través 
de una Comisión de propiedad intelectual, se podrá vigilar si la entidad que presta 
servicios en materia de la sociedad de la información es el responsable de 
vulnerar o no los derechos de propiedad intelectual.  
De igual forma, fue modificado el artículo 158 de la Ley de propiedad intelectual, 
con la finalidad de crear en el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte la 
Comisión de Propiedad Intelectual, como órgano colegiado, de ámbito nacional, 
para el ejercicio de la mediación y arbitraje, teniendo las decisiones que emita la 
Comisión carácter vinculante y ejecutivo para las partes. 
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Uno de los procedimientos que sigue la comisión para salvaguardar los derechos 
de propiedad intelectual, es adoptar medidas necesarias para que se interrumpa la 
prestación de un servicio que ofrezca una entidad en materia de la sociedad de la 
información que vulnere dichos derechos, o para que se retiren los contenidos, 
siempre y cuando el prestador, directa o indirectamente, actúe con ánimo de lucro 
o cause un daño patrimonial.  
Ahora nos centraremos en analizar un poco el Reglamento de la Ley Sinde, 
señalando que éste tiene como objeto regular el régimen jurídico y funcionamiento 
de la Comisión de Propiedad Intelectual, órgano colegiado de ámbito nacional 
adscrito a la Subdirección General de Propiedad Intelectual del Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte. 
La Comisión de propiedad intelectual se divide en dos secciones, la primera se 
encarga de ejercer las funciones de mediación y arbitraje; y la segunda sección se 
encarga de salvaguardar los derechos de propiedad intelectual, frente a su 
vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de la información; 
ambas secciones se regirán por el texto refundido de la Ley de propiedad 
intelectual. 
El artículo 4 del reglamento se refiere a la solicitud de mediación, la descripción de 
ésta y expresa que las partes se someterán a este procedimiento voluntariamente 
para que traten de hallar una forma de solución al conflicto, y de no aceptar 
someterse a la mediación se impedirá la apertura a éste. El procedimiento de 
mediación tendrá lugar de acuerdo con los principios de legalidad, voluntariedad, 
imparcialidad, neutralidad, etc., tendrá finalización una vez que las partes hayan 
llegado a un acuerdo sobre las cuestiones controvertidas o cuando una de las 
partes desista del proceso, pero este tiene un plazo máximo de seis meses de 
duración, con acuerdo o sin acuerdo entre las partes. 
El artículo 15 enuncia el procedimiento de salvaguarda de los derechos de 
propiedad intelectual, siendo su “finalidad el restablecimiento de la legalidad en los 
casos en los que se declare la existencia de una vulneración de los derechos de 
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propiedad intelectual mediante la prestación de servicios de la sociedad de la 
información”.  
Los únicos que pueden iniciar este procedimiento son los titulares de los derechos 
de propiedad intelectual que se consideren vulnerados o afectados, siendo dirigida 
contra los responsables de servicios de la sociedad de la información sobre los 
cuales existan indicios de que están vulnerando estos derechos, y una vez que se 
inicie la solicitud, con todo el contenido identificado, podrá la Comisión tomar las 
medidas necesarias para interrumpir la prestación de dichos servicios. 
Antes de iniciarse el proceso se dictará acuerdo de inicio que se notificará a 
ambas partes, en él se pretende identificar al responsable y el requerimiento para 
que proceda inmediatamente a retirar voluntariamente los contenidos en un plazo 
de 48 horas, una vez retirado el contenido el instructor procederá a archivar el 
procedimiento, pero si más adelante continuase con la vulneración la parte 
afectada tiene el derecho de acordar la reapertura del expediente archivado. En 
caso de que el responsable tuviese autorización del titular del derecho o de no 
interrumpir el servicio, luego de transcurrido el plazo, el órgano dará dos días para 
que presenten las pruebas pertinentes y notificará el resultado y la propuesta de 
resolución a los interesados para que presenten sus conclusiones en el plazo 
máximo de cinco días, una vez transcurridos, la sección segunda dictará 
resolución motivada en el plazo máximo de tres días, acreditando la existencia o 
inexistencia de una vulneración de derechos de propiedad intelectual por el 
responsable del servicio de la sociedad de la información. 
Si se ha declarado la existencia, la entidad tiene un plazo de 24 horas 
improrrogables desde su notificación para retirar los contenidos, en caso de 
incumplimiento se ordenará la suspensión de los servicios de intermediación de la 
sociedad de la información para el eficaz cumplimiento de la resolución. 
Como pudimos observar, este es el procedimiento que se realiza para cerrar las 
páginas web que estén vulnerando este derecho, pero una vez que el infractor 
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retira voluntariamente en el proceso los documentos o archivos no se necesitará 
una autorización judicial, y se pondrá fin a la vía administrativa. 
Así es como la legislación española trata de darle mayor protección jurídica a los 
titulares de estos derechos, procurando mayor seguridad a todos aquellas 
personas que les apasione crear, innovar, ingeniar; y, en nuestra opinión, al existir 
un régimen más riguroso habrá más personas que cada día se sometan a las 
leyes, y es que también en el Estado español hay un registro de todos los sitios 
webs que se crean, lo que redunda en una mayor protección, porque existe un 
orden, de forma que así se puede identificar fácilmente al proveedor responsable 
de infringir el derecho. Todo esto nos sirve como guía para tratar de actualizar 
nuestra legislación nicaragüense, y mejorar nuestro régimen jurídico tendente a 
evitar la vulneración de estos derechos. 
3. Proyecto de Ley Stop Online Piracy Act (SOPA) 
A inicios de este año se suscitó una gran controversia en el mundo, y todo debido 
a una ley que en Estados Unidos se estaba promoviendo conocida como Ley 
SOPA (Stop Online Piracy Act), incluso hasta se pudo observar publicidad muy 
llamativa y en contra de esta propuesta. 
No obstante, hay que destacar que ya existe una Ley conocida como Digital 
Milenium Copyright Act (DMCA), que fue aprobada el 12 de octubre de 1998, y 
promulgada el 28 de octubre de 1998, en la cual se ven reflejados los tratados 
presentados por la OMPI, proporcionándose protección para los proveedores de 
servicios de Internet (ISP) y servicios en línea, y principalmente a los autores 
Estadounidenses de las obras que circulan en Internet. 
En vista de una ley que ya regula estos derechos, nos cuestionamos tanta 
oposición, y es que la Ley SOPA viene a traspasar fronteras para proteger los 
Derechos de Autor de los Estadounidenses, no sólo dentro de su territorio. 
Esta discusión no inició este año, como muchos pensaron, al indagar nos damos 
cuenta que es una iniciativa que se elaboró desde algún tiempo atrás. Este 
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Anteproyecto fue presentado el 26 de octubre del año 2011, en vista de la 
necesidad de brindar protección hacia los autores, intérpretes y demás personas 
naturales o jurídicas posiblemente afectadas.  
El énfasis de este asunto va dirigido a los de Derechos de Autor y su circulación a 
través del Internet, lo que viene siendo una problemática que se presentaba desde 
antes, debido a la poca regulación referente a este tema, e incluso notamos la 
existencia de un importante antecedente en España, con la conocida Ley Sinde 
que estudiamos con anterioridad. 
Antes de realizar cualquier análisis debemos aclarar que esta Ley todavía no fue 
aprobada, pero desde su creación consideramos que es un punto de partida para 
mantenernos firmes en la defensa de nuestros derechos.  
Según el Proyecto de Ley sopa, los sitios de internet implican: una colección de 
bienes digitales a través de links, accesibles a través de internet. 
Algunas de las ideas que se plantean en este proyecto, que implican medidas de 
seguridad son: indicar el nombre del autor de lo que se pública, de tal manera que 
la autoría prevalecerá, y evidentemente se debe contar con la debida autorización 
del autor. 
Desde los primeros artículos, se hace mención a definiciones como 
“domainname”, que en nuestro idioma significa Nombre de Dominio, el cual es 
utilizado desde la dirección de página web para hacer referencia e identificar una 
ubicación única dentro de la red.  
Otro de los conceptos que se mencionan son “Internet Sites”, cuyo significado en 
castellano es el de sitio de internet, en otras palabras resulta ser el espacio virtual 
dentro del Internet. Así mismo, tenemos el concepto de “Owneror Operator”, 
siendo este en castellano dueño, propietario u operador, en otras palabras es la 
persona con la autoridad para realizar cualquier movimiento dentro del sitio web. 
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Por otro lado, se toma en cuenta los sitios de internet extranjeros, se específica 
cuándo se consideran los mismos como sitios infractores (Título I, sección 102, 
inciso A): 
1. Cuando el sitio de internet o parte de él es un sitio dirigido por 
estadounidenses y utilizado por ellos. 
2. El dueño u operador de ese sitio está cometiendo o facilitando la realización 
de violaciones penales punibles, establecidas en la sección 2318, 2319, 
2319ª ó 2320, o en el capítulo 90 del título 18 del Código Estadounidense. 
3. En el caso del  primer inciso, los sitios de Internet estarán sujetos a 
confiscación en los Estados Unidos en un recurso interpuesto por el 
Procurador General si dicho sitio, es considerado como un sitio de Internet 
Doméstico. 
En primer lugar se presenta una advertencia, la cual le permite al sitio de internet o 
al usuario dejar de realizar la actividad infractora. Los proveedores del servicio de 
internet, tomando las medidas razonables y factibles técnicamente, están 
obligados a prevenir, prohibir o suspender el servicio completamente, incluyendo 
clientes que se encuentren en Estados Unidos. 
Cuando el cliente no ha recibido ninguna advertencia sobre ingresar al sitio web 
indebido, se presenta un caso de inmunidad, por lo que no se llevará a cabo la 
sanción correspondiente. 
En especial nos llama la atención el Título II de este anteproyecto, donde se habla 
de mejoras adicionales para combatir la apropiación indebida de propiedad 
intelectual, que básicamente sería una de las grandes polémicas a las que nos 
enfrentamos con el uso tan poco restringido que tiene el internet.   
Para empezar, en este Título, sección 201, inciso A, plantea que serán castigados 
por violar los derechos de propiedad intelectual:  
 Quienes tengan el propósito de obtener un beneficio económico o una 
ganancia monetaria;  
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 Quien haya reproducido o distribuido a través de medio electrónicos uno o 
más copias o fonogramas de obras protegidas por Derecho de Autor 
durante cualquier período de 180 días, por la ejecución pública a través de 
medio de transmisión digital de 1 o más obras protegidas, durante cualquier 
período de 180 días, cuando el total de venta de las copias o fonogramas, o 
de las actuaciones públicas, es mayor de $1.000; 
 Por la distribución o la ejecución pública de una obra destinada para su 
difusión comercial, haciéndola disponible en una red informática accesible 
al público, si esa persona sabía o debía haber sabido que era para difusión 
comercial.  
Dentro de este mismo Título, en la sección 205, se menciona la protección de los 
derechos de propiedad intelectual de los estadounidenses en el extranjero, es aquí 
donde entra en juego nuestro país, y para muchos nuestra soberanía y nuestra 
libertad de actuar como países independientes se ve afectada. 
Estados Unidos como cualquier otro país, se encarga de velar por sus ciudadanos, 
es por esto que como Estado también protegerá los Derechos de los mismos, ya 
sea dentro o fuera del territorio Estadounidense, y esta polémica entra en juego 
debido a que el Internet no tiene barreras geográficas, por lo que la protección a 
dichos derechos de igual manera no debe tenerla. No obstante, se deben respetar 
las relaciones con los demás países. Así como los acuerdos y tratados 
internacionales (bilaterales, multilaterales, etc.).  
Según lo que se prevé, dicha protección se llevará a cabo por medio de su 
embajada trabajando en conjunto el secretario de Estado, el secretario de 
comercio y el registro de propiedad intelectual, pero esta estructura sólo se llevará 
a cabo en África, Europa, Eurasia, Asia del este y el Pacífico, Sur y Centro de Asia 
y el Pacífico y el hemisferio Oeste. 
En la sección, 205.G, se abarcan los países que no están establecidos en la 
sección 182 de la Ley de Comercio de 1974 de Estados Unidos, en estos casos 
las actividades de los departamentos federales y determinados organismos, los 
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programas de propiedad intelectual y la capacitación y asistencia técnica se 
llevarán a cabo en dependencia del atractivo comercial o los intereses de política 
exterior, que se encuentren en ese determinado país. Deberá presentarse un 
informe al Congreso en el cual el coordinador de propiedad Intelectual deberá 
incluir un informe anual con información referente al nombramiento, las 
asignaciones, atribuciones y las actividades de los encargados de Propiedad 
Intelectual. 
Yendo más allá de lo que dice este anteproyecto, y centrándonos en la opinión 
que ha producido hemos podido leer en Internet y por medio de las distintas redes 
sociales, que la reacción adversa es evidente pero a simple vista podemos ver que 
prevalecen los mismos cuestionamientos y justificaciones, las personas se dejan 
llevar por cualquier comentario con pocos fundamentos que se encuentran con 
facilidad en la red. Y es que esa misma reacción sucede ante cualquier tema en 
nuestra sociedad.  
La poca información o la información desvirtuada son los que guían muchas de las 
protestas, pero, hasta dónde llegará la humanidad con esta ceguera conveniente. 
Se necesitan más opiniones e información imparcial que lo que busque sea 
instruir, no buscar un respaldo dirigido hacia un interés evidente.  
Las personas que están en contra alegan que son los estudios cinematográficos y 
grandes disqueras, en general, quienes por conveniencia están impulsando este 
anteproyecto, aunque pueda que sea certero, no quita que la contraparte también 
luche por su propio interés, y en esta batalla de conveniencias egoísta estamos 
dejando el bien común a un lado.  
Por otro lado, hay personas que no presentan un desacuerdo total, pero 
basándose en la legislación, opinan que se puede tildar de Inconstitucional ya que 
iría en contra de la primera enmienda, en donde se garantiza el derecho a la libre 
expresión. Además se presenta una dificultad, si estás en un ISP de 5.000 sitios y 
uno de esos sitios viola la Ley SOPA, todos los 5.000 sitios se perderán si el ISP 
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es castigado. El mayor problema está en que sancionarías el ISP, pero, no a la 
persona y no se estaría combatiendo el problema real. 
A nuestro parecer esta norma tiene una intención muy acertada pero se necesita 
de una mejor estructura para tener una legislación sólida y funcional, en especial 
porque incluirá la participación de más de un país. 
Debemos dejar en claro que este Anteproyecto se encuentra detenido, no por 
tantas manifestaciones o por un miedo a la reacción que ha producido, sino que 
está siendo valorado y revisado desde todos los aspectos, porque para que una 
Ley se promulgue incluso en nuestro país, la revisión debe ser detallada y se debe 
tomar en cuenta el panorama general y la afectación en todos los ámbitos. 
Este Anteproyecto versa sobre la protección de estos derechos, es otra manera de 
brindar seguridad en estos tiempos, el problema está en la trascendencia con la 
que se está enfocando. De igual manera, la polémica recae en las personas, las 
culturas y el conformismo sin ningún esfuerzo porque la situación económica de 
una persona, de un Estado nunca es justificación para irrumpir con el derecho 
ajeno. 
4. Derechos de Autor y Derechos Conexos y su tensión dialéctica con 
otros contraderechos 
Éste es un tema que provoca una enorme disputa o controversia entre la sociedad 
cibernauta porque ellos se basan en la Constitución de cada Estado para 
anteponer primero sus derechos ante de los demás, que en este caso son los de 
derechos de propiedad intelectual: y es por ello que nosotras trataremos de 
analizar un poco sobre qué derecho es más importante al ser todos de rango 
constitucional, y demostrar que debe haber un equilibrio para evitar que se 
vulneren dichos derechos. 
Todo ello está respaldado en nuestra norma suprema, en su artículo 24 parte in 
fine, estableciendo que: “los derechos de cada persona está limitados por los 
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derechos de los demás, por la seguridad de todos y por la justa exigencia del bien 
común”. 
4.1 Educación 
Todos los nicaragüenses por igual tienen el derecho a la educación al ser éste un 
derecho social constitucional (art.58 Cn.), teniendo como “objetivo la formación 
plena e integral del nicaragüense; dotarlo de una conciencia crítica, científica y 
humanista; desarrollar su personalidad y el sentido de su dignidad y capacitarlo 
para asumir las tareas de interés común que demanda el progreso de la nación; 
por consiguiente, la educación es factor fundamental para la transformación y el 
desarrollo del individuo y la sociedad” (art. 116 Cn.). 
Muchos miembros de la sociedad cibernauta proclaman el derecho de la 
educación como fundamento para infringir los derechos de propiedad intelectual, y 
tal como podemos observar, la educación es libre e igual para todos, por tanto si 
un estudiante necesita hacer una investigación, él tiene la obligación igual que 
todos de citar de dónde o de quién copio el fragmento, no de adueñárselo como 
propio, porque estaríamos incurriendo en un acto ilícito penado por nuestro Código 
Penal siendo tipificado como plagio, además que es un deber constitucional 
proteger los derechos de autor. 
Al igual, nadie está autorizado a subir a los sitios webs monografías, trabajos 
investigativos, ni obras sin la previa acreditación de los autores, porque 
vulneraríamos sus derechos, además que el Estado se encarga de proteger el 
patrimonio artístico, cultural, científico, lingüístico de la nación, y por ende es un 
deber que atañe a todo ciudadano. 
Alegar que no se tiene una educación completa, integral o de mayor calidad no es 
excusa para apoderarse del derecho exclusivo que brindan el Derecho de Autor 
como es el de reproducción, prohibir o permitir la divulgación de su obra, a través 
de cualquier medio existente. Este Derecho permite al autor, si así lo desea, crear 
una obra, dejarla guardada y nunca darla a conocer al público, a pesar que ese 
libro tenga la calidad necesaria para mejorar la educación de toda una sociedad. 
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Fernando Zapata López expresa en una entrevista realizada por Eduteka: 
Es cierto que hay un derecho colectivo a la Educación y a la Cultura, pero 
este derecho no se superpone al Derecho de Autor. Tan válido es el uno 
como el otro. Hay un interés del público en acceder a la educación, a la 
investigación y a la cultura; las constituciones de muchos países consagran 
este interés como un derecho fundamental. 
Es por lo antes mencionado que no podemos pasar por encima de cualquier 
derecho sólo para cumplir otros. Cada uno tiene sus límites, ya que, si se 
decidiera tener un acceso total sin costo alguno alegando el derecho a la 
educación y el bienestar de la sociedad, nos preguntamos dónde queda el 
incentivo que se les brinda a los autores, de qué manera se remuneraría su 
esfuerzo. El cuestionamiento no debe ser dirigido hacia la norma reguladora que lo 
que procura es un equilibrio, sino a nuestra cultura, a la capacidad de actuar de la 
forma más ética posible para respetar esas limitaciones. 
4.2 Comunicación 
Gracias a los avances tecnológicos que se han venido dando en los últimos años, 
encontramos hoy en día distintas formas de comunicarnos, siendo los más 
relevantes los medios de comunicación y la comunicación interactiva, que 
abordaremos a continuación. 
Los medios de comunicación, dentro de su función social, deberán contribuir al 
desarrollo de la nación. Teniendo los nicaragüenses derecho de acceso a éstos y 
al ejercicio de aclaración cuando sean afectados en sus derechos y garantías (art. 
66 Cn.). 
Cabe destacar que los derechos de autor y derechos conexos utilizan los medios 
de comunicación como herramienta fundamental para dar a conocer sus obras o 
sus interpretaciones al público, así mismo, la televisión o radiodifusión transmite 
anuncios como medio de publicidad para poder vender sus productos, por tanto 
tiene que ser veraz y legal todo lo transmitido por ellos. 
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En cuanto a la comunicación interactiva, podemos decir que es la que se da por 
medio de nuestra PC, permitiendo al usuario poder seleccionar las obras que 
desee para descargarla en su ordenador (Principios Básicos del Derecho de Autor 
y Los Derechos Conexos). 
Como podemos notar, en ocasiones, este tipo de comunicación en la red vulnera 
los derechos de autor y derechos conexos, debido a que el usuario puede bajar la 
obra que desee sin pagar costo alguno por ello, violentando así el derecho 
exclusivo de explotación patrimonial, ya que según el Tratado de la OMPI sobre 
Derecho de Autor (WCT) es él, quien tiene la potestad de autorizar la puesta a 
disposición del público sus obras, de tal forma que no todos los sitios webs tienen 
la autorización del autor para que el usuario pueda descargar los contenidos, 
constituyendo tal situación una violación a los derechos de aquél. 
4.3  Información 
Según nuestra Constitución: “Los nicaragüenses tienen derecho a la información 
veraz. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas, ya sea de manera oral, por escrito, gráficamente o por 
cualquier otro procedimiento de su elección” (art. 66). 
El derecho de informar es una responsabilidad social y se ejerce con estricto 
respeto a los principios establecidos en la Constitución. Este derecho no puede 
estar sujeto a censura, sino a responsabilidades ulteriores establecidas en la ley 
(art. 68 Cn.) 
Este derecho se encuentra ligado a otros derechos, como la comunicación y a la 
educación (antes abordados) porque para realizar cualquier tipo de acción 
necesitamos informarnos y luego comunicárselo a los demás.  
Además, el derecho de información al ser utilizado por toda la sociedad puede, 
eventualmente, constituir una amenaza contra los derechos de autor y derechos 
conexos, ya que, por ejemplo existen muchas personas que suelen ir a 
conferencias o cátedras abiertas, y que no piden autorización al catedrático o 
77 
 
ponente para grabar su disertación, sino que les resulta más fácil hacerlo sin 
permiso: y si se trata de una información que sirve para un trabajo, simplemente 
deciden utilizarla sin hacer mención de quién es el autor o, peor aún, subir el video 
en la web, y que todo el mundo posea dicha información sin costo alguno ni 
autorización. 
Es por todo ello que consideramos que los derechos constitucionales expuestos, 
considerados como fundamentales, no pueden servir de excusa para vulnerar 
otros derechos (y en particular los Derechos de Autor y Derechos Conexos) que al 
igual que aquellos son importantes para la sociedad. 
Por tanto, nos parece que es importante dotar al sistema jurídico nicaragüense de 
normas que garanticen la adecuada tutela de los derechos de propiedad 
intelectual que asisten a sus titulares en el ámbito del comercio electrónico. 
4.4 Libertad de expresión  
La Constitución Política de Nicaragua manifiesta en su artículo 25 que: “toda 
persona tiene derecho a la libertad individual” y, en su artículo 30, prevé que “los 
nicaragüenses tienen derecho a expresar libremente su pensamiento en público o 
en privado, individual y colectivamente, en forma oral, escrita o por cualquier otro 
medio”. 
Con fundamento en estos artículos que contempla nuestra Carta magna, algunas 
personas pretenden vulnerar los derechos de propiedad intelectual en el ámbito de 
internet. Si bien es cierto, la libre expresión nos abre paso para decir o publicar en 
cualquier sitio lo que queramos en internet y manifestar ante todo que somos 
libres de pensamiento, ello no autoriza a vulnerar otro Derecho constitucional, ya 
que, el art.125 parte in fine manifiesta que el “Estado se encarga de proteger la 
propiedad intelectual” y por tanto, la libre expresión tiene su límite, en tanto una 
persona no puede hacer pasar como suya una obra o una frase que pertenece a 
un autor.  
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Se intenta criticar esta nueva manera de proteger a la propiedad intelectual, y por 
ende, a sus creadores, pero si lo comparamos con la protección que tienen otros 
derechos llegaremos a la misma conclusión, que la libertad siempre estará 
limitada, regulada. No podemos andar por la vía libre intentando adueñarnos de un 
terreno que está vacío, sólo porque a simple vista no tiene un dueño no significa 
que nosotros lo seremos. Y como seres racionales que luchamos contra la 
injusticia, vemos esas acciones con ojos de desprecio, y es por eso que nuestro 
ordenamiento provee de normas que regulan el adecuado ejercicio de la titularidad 
dominical sobre un terreno. Sólo porque tenemos una regulación que, limita y 
regula el correcto ejercicio de nuestra libertad no significa que debamos 
oponernos a ésta o reclamar por su existencia, al contrario hacemos con mayor 
énfasis uso de esa regulación, que lo que busca es mantener un equilibrio social. 
Así, mantenemos la misma posición con respecto a los derechos de autor y 
derechos conexos. Nos parece inconcebible que se presente una negación tan 
rotunda, y que uno de los alegatos en contra de la tutela de aquellos derechos sea 
el de la libertad que perderemos. Vale en tal sentido preguntarse a qué libertad se 
refieren, cuando irrumpiéndolo estamos afectando derechos que no nos 
pertenecen. No debe olvidarse que las leyes lo que pretenden es controlar y 
regular las conductas humanas, y no precisamente con la intención de someternos 
y atarnos, sino que,  antes bien pretenden garantizar la coexistencia pacífica en el 
seno de una determinada sociedad. 
Es así como nosotras creemos que las normas jurídicas que tutelan los Derechos 
de Autor y Derechos Conexos no vienen a adueñarse o a restringir injustamente 
nuestra libertad de expresión (o las otras garantías constitucionales que hemos 
venido tratando); en nuestra opinión sólo vienen a regularla o a restringirla, en 
tanto existen otros “contraderechos” que el ordenamiento considera también como 







1. Una de las instituciones más novedosas es el comercio electrónico, 
considerado como un instrumento básico en la vida cotidiana de las 
personas naturales o jurídicas alrededor del mundo, lo que ha propiciado 
que cada Estado implemente nuevas disposiciones jurídicas para su 
regularización y, por ello, al ser muy utilizado y al generar muchas ventajas 
y bajos costos en el comercio tradicional, es que el Estado de Nicaragua 
está en el deber de implementar una adecuada tutela jurídica en este 
ámbito. 
2. Los derechos de autor y derechos conexos, en tanto son vulnerados 
constantemente en algunos sectores del tráfico jurídico, especialmente en 
el ámbito del comercio electrónico, precisan de que el legislador los dote de 
una mayor protección tendente a garantizar la seguridad jurídica de los 
titulares de los mismos, en tanto nuestro sistema jurídico se caracteriza por 
la existencia de lagunas y vacíos normativos en esta materia, al no haber 
leyes que regulen específicamente esta materia tal como la Ley de 
Comercio Electrónico. De igual manera se requiere de una reforma al 
Código Penal, en donde se incluya la unificación de los tipos penales 
referidos a las materias de Propiedad Intelectual y Comercio Electrónico, de 
tal suerte que se garantice una protección más eficaz de dichos derechos, 
es decir, que debe haber una complementación entre los delitos contra la 
propiedad intelectual y los delitos contra comercio electrónico. 
3. Es importante destacar que Nicaragua es Estado Parte del sistema de 
protección contenido en el Tratado WIPO de Derechos de Autor (conocido 
con las siglas WCT) y en el Tratado WIPO de Interpretaciones y 
Fonogramas (conocido como WPPT) con la finalidad de garantizar una 
adecuada tutela a estos derechos internacionalmente. 
4. En el ámbito del Derecho Comparado, la Ley Sinde (España) y el 
anteproyecto de Ley SOPA (Estados Unidos) son una expresión jurídica de 
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la necesidad de regular y proteger los Derechos de Autor y Derechos 
Conexos en el ámbito del comercio electrónico. 
5. La Ley Sinde no es más que una disposición que fue elaborada para dotar 
de mayor seguridad jurídica a los titulares de los derechos de autor en el 
entorno de la sociedad de la información, norma que debería de servirnos 
como base para emprender una reforma regulatoria en nuestro sistema, 
debido a que, entre otras disposiciones, obliga al órgano de aplicación a 
poseer un registro de todas las páginas web creadas en ese país, con el 
ánimo de tener un control y vigilar que éstos no vulneren dichos derechos, y 
en caso de infracción están facultados a cerrar sus sitios a través de una 
autorización judicial. 
6. Si bien es cierto con el Anteproyecto de Ley SOPA, se procura la protección 
de los derechos de autor y derechos conexos, nos parece que debe contar 
con una estructura sólida que presente un procedimiento adecuado y así  
mismo, no se debe afectar con ésta la soberanía que tiene cada país. Una 
disposición como ésta debe ser tomada en cuenta dentro de un tratado 
multilateral o al menos debería ser promovida por la OMPI, facilitando que 
todos los Estados Miembros puedan participar de su discusión. 
7. Nos parece que entre los Derechos de Autor y los Derechos conexos, y 
otros Derechos individuales (como el Derecho a la educación, el Derecho a 
la Comunicación, el Derecho a la Información y la Libertad de Expresión) 
debe existir un adecuado equilibrio, en tanto todos son fundamentales para 
garantizar la convivencia pacífica en el seno de la sociedad, por tanto 
ninguno de estos derechos puede sobreponerse ante otro, teniendo el 
deber el legislador de crear una adecuada sinergia entre éstos. 
8. Para dotar de una mayor protección jurídica de los derechos de autor y 
derechos conexos se necesita educar a la sociedad, haciendo énfasis que 
para los ciudadanos es deber salvaguardarlos, además de ello nuestro 
sistema debe tomar las medidas técnicas y jurídicas de tal manera que la 
protección no solo radicaría en la creación de normas jurídicas, sino en su 





1. Gracias al exhaustivo trabajo investigativo que realizamos podemos 
aseverar que los derechos objeto de este estudio no están dotados de la 
protección jurídica necesaria para brindarle seguridad a sus titulares, y es 
por ello que recomendamos a nuestros legisladores que, en primer lugar, 
aprueben la Ley de Comercio Electrónico que es tan fundamental y 
necesaria para nuestra sociedad, y adicionalmente, que realice una 
modificación al Código Penal, en cuanto a la unificación de los delitos 
referentes a las materias de Propiedad Intelectual y Comercio Electrónico; 
cabe destacar que ya existen tipos penales que protejan estos derechos en 
el ámbito de internet, tal como la reproducción ilícita, pero lamentablemente 
no siempre son exigidos por la parte vulnerada. 
2. Hemos mencionado que todavía se encuentra bajo la forma de 
Anteproyecto la Ley de Comercio Electrónico, de modo que analizando su 
contenido nos damos cuenta que se necesita plantear un procedimiento 
específico ante cualquier circunstancia digna de tutela, así como definir de 
forma adecuada las autoridades, entidades u organismos competentes. 
3. Nicaragua debería de tomar como referencia otras legislaciones, tales como 
la vigente en España y en Colombia, que poseen un Régimen Jurídico que 
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